PAGE  
2

COMITÉ DIRECTIVO 2002-2004

OEA/Ser.L/II.5.27

SEGUNDA SESIÓN ORDINARIA



CIM/CD/doc.15/03rev.1

17-18  julio  2003





5 agosto 2003

Washington, D.C.





Original: español

DOCUMENTO INFORMATIVO

IMPLEMENTACIÓN DE LA RESOLUCIÓN CIM/RES. 224 (XXXI-0/02),

SEGUIMIENTO DE LA CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ,

ADOPTADA EN LA XXXI ASAMBLEA DE DELEGADAS DE LA CIM

(Punto 4 del temario)

COMISION INTERAMERICANA DE MUJERES (CIM)

ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS (OEA)

PROPUESTA DE MEDIDAS APROPIADAS PARA DAR

SEGUIMIENTO A LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER,

CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ  *

________________________________________

(   Este documento fue preparado por la Secretaría Permanente de la CIM con la colaboración de la CIDH, la Relatora especial sobre los  Derechos Humanos de la Mujer de la CIDH, el IIDH, la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos de la OEA, CLADEM, UNIFEM, y la OPS a través del Programa Género y Salud
INDICE

7I.
EVOLUCIÓN DEL TEMA


7II.
INICIATIVAS UNIVERSALES


8III.
INICIATIVAS REGIONALES PROMOVIDAS POR LA CIM Y LA OEA


8a)  La Convención - Definición de violencia y ámbito de aplicación


9b)  Informes de seguimiento


10IV.
BALANCE REGIONAL DE LA ÚLTIMA DÉCADA


14V.
INICIATIVAS DE SEGUIMIENTO Y MEDICIÓN DE LOS AVANCES: INDICADORES DE GÉNERO.


14a)  Indicadores de la Convención


14b)  Indicadores de seguimiento de conferencias internacionales


15VI.
LEGISLACIÓN Y PROGRAMAS NACIONALES SOBRE VIOLENCIA


15VII.
FUNDAMENTO DE LA NECESIDAD DE SISTEMATIZAR EL SEGUIMIENTO.


16VIII.
CONCLUSIONES Y ESTRATEGIAS A SEGUIR.


18IX.              PROPUESTA DE MECANISMO DE SEGUIMIENTO


ANEXO I    25CIM/RES.224 (XXXI-O/02)  

 HYPERLINK \l "_Toc47498556" 
SEGUIMIENTO DE LA CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ


ANEXO II    29“VIOLENCIA EN LAS AMÉRICAS” 

 HYPERLINK \l "_Toc47498559" 
VACÍOS Y TENDENCIAS DE LA INVESTIGACIÓN


ANEXO III  39LEGISLACIÓN Y PROGRAMAS NACIONALES SOBRE VIOLENCIA


ANEXO IV (a)  47CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUPCIÓN


ANEXO IV (b)  49MECANISMO DE SEGUIMIENTO DE IMPLEMENTACIÓN DE LA   CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUPCIÓN


ANEXO V  53COMISIÓN INTERAMERICANA PARA EL CONTROL DEL 

 HYPERLINK \l "_Toc47498569" 
ABUSO DE  DROGAS (CICAD)


ANEXO VI (a)  CONVENCIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN 57CONTRA LA MUJER. (CEDAW) 


ANEXO VI (b)  63PROTOCOLO FACULTATIVO DE LA CONVENCIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER




[image: image1.png]


COMISION INTERAMERICANA DE MUJERES (CIM)

PROPUESTA DE MEDIDAS APROPIADAS PARA DAR

SEGUIMIENTO A LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER,

CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ 

I.
EVOLUCIÓN DEL TEMA

La violencia contra la mujer es un fenómeno universal.  En la década de los 70 se comienza a visibilizar y poner paulatinamente en la agenda pública, a partir principalmente del movimiento de mujeres y feministas.
  En los años ochenta la violencia contra la mujer se convierte en un tema clave dentro del movimiento de mujeres de cualquier región del mundo, y se enfoca en actos declarados de violencia física y sexual.  En los años noventa se expande el concepto incluyendo formas estructurales de violencia basada en género
 y, a partir de la Conferencia Mundial de Naciones Unidas sobre Derechos Humanos (Viena,14-25 de junio,1993), se comienza a abordar la violencia contra las mujeres como una violación de derechos humanos. 

“Los derechos humanos de la mujer y de la niña son parte inalienable, integrante e indivisible de los derechos humanos universales. La plena participación, en condiciones de igualdad, de la mujer en la vida política, civil, económica, social y cultural en los planos nacional, regional e internacional y la erradicación de todas las formas de discriminación basadas en el sexo son objetivos prioritarios de la comunidad internacional" (Art. 18 de la Declaración y Programa de acción de la Conferencia Mundial de Derechos Humanos de Viena, 1993.)
II.
INICIATIVAS UNIVERSALES 


A nivel mundial, se fueron produciendo eventos relevantes para el avance de la mujer.  La comunidad internacional, influenciada por las demandas de las organizaciones de mujeres quienes consideraban que las acciones de las Naciones Unidas (UN) en relación con el desarrollo no incluían su participación, convoca a la Primera Conferencia Mundial sobre la Mujer en México (1975) 
 , a la que le siguieron las de Copenhague (1980), Nairobi (1985) y Beijing (1995).  La violencia contra la mujer fue considerada por primera vez en Nairobi, dentro de áreas de especial preocupación y es en la Plataforma de Acción de Beijing que el tema es tratado en un capítulo especial, dentro de los objetivos estratégicos. 


Además, en el transcurso de las últimas décadas, en las Naciones Unidas, se aprueba: en 1979 la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW); en 1993 la Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer; en 1994 el nombramiento de la Relatora Especial para Violencia contra la Mujer (SRVAW); y en 1999 se aprueba el Protocolo Facultativo de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer.

III.
INICIATIVAS REGIONALES PROMOVIDAS POR LA CIM Y LA OEA

En el ámbito regional, en 1990 la Asamblea de Delegadas de la CIM aprueba la “Declaración para la erradicación de la violencia contra la mujer” CIM/RES.141 (XXV-O/90).   El 9 de junio de 1994, la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos adopta la resolución AG/RES.1257 (XXIV-O/94) “Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer ‘Convención de Belém do Pará’”, por la que fue adoptada la Convención, que entró en vigor el 5 de marzo de 1995.  A la fecha, 31 de los 34 Estados Miembros de la OEA la han ratificado.   Culmina así una de las metas principales de la CIM, que da lugar al inicio de otro proceso para la difusión e implementación de la Convención, primero y único instrumento legal en el mundo de carácter vinculante sobre violencia basada en género.

a)
La Convención - Definición de violencia y ámbito de aplicación

En su preámbulo afirma “que la violencia contra la mujer constituye una violación de los derechos humanos y las libertades fundamentales y limita total o parcialmente a la mujer el reconocimiento, goce y ejercicio de tales derechos y libertades”.  En su artículo 1 define a la violencia contra la mujer como “cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado”.  En el artículo 2, establece que incluye la violencia física, sexual y psicológica.

El artículo 7 de la Convención describe las obligaciones de los Estados Partes con respecto a la protección de esos derechos.  Los obligaciones específicas que derivan de dichos compromisos son:  1) Abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y velar porque las autoridades, sus funcionarios, personal y agentes e instituciones se comporten de conformidad con esta obligación; 2) Actuar con la debida diligencia en prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer; 3)  Incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer; 4) Adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o poner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma que atente contra su integridad o perjudique su propiedad; 5)  Establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que haya sido sometida a violencia, que incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos; 6)  Establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar que la mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación de daños u otros medios de compensación justos y eficaces.  

La Convención también especifica, en su artículo 8, que los Estados deben adoptar otros programas y medidas para promover la educación pública y la concientización, movilizar a las comunidades para combatir la violencia contra la mujer y ofrecer servicios y asistencia especializada a las mujeres que son víctimas de violencia,  además de garantizar la investigación y recopilación de estadísticas necesarias sobre las causas, consecuencias y frecuencia de la violencia contra la mujer, con el fin de evaluar la eficacia de las medidas para prevenirla, sancionarla y erradicarla.

b)
Informes de seguimiento

La única disposición de la Convención que establece la necesidad de hacer el seguimiento sobre su implementación lo constituye el artículo 10 de la misma que establece : “Con el propósito de proteger el derecho de la mujer a una vida libre de violencia, en los informes nacionales a la Comisión Interamericana de Mujeres, los Estados Partes deberán incluir información sobre las medidas adoptadas para prevenir y erradicar la violencia contra la mujer, para asistir a la mujer afectada por la violencia, así como sobre las dificultades que observen en la aplicación de las mismas y los factores que contribuyan a la violencia contra la mujer”.


A fin de coadyuvar este objetivo se debe destacar la aprobación por la Asamblea General de la OEA de la resolución AG/RES.1456 (XXVII-O/97) "Promoción de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, ‘Convención de Belém do Pará’", que encomienda a la Secretaría Permanente de la CIM informar en forma bienal a la Asamblea General de la OEA, el progreso logrado en su aplicación y las experiencias y resultados obtenidos mediante las iniciativas y programas llevados a cabo en los Estados miembros en las áreas de violencia contra la mujer.  Además alienta a los Estados miembros a adoptar las medidas necesarias a fin de modificar, en sus sistemas jurídicos, eventuales normas de naturaleza discriminatoria.


Luego, por resolución AG/RES.1626 (XXIX-O/99) y resolución AG/RES.1768 (XXXI-O/01) la Asamblea General recibió el primer y segundo Informe Bienal sobre Cumplimiento de la Resolución AG/RES.1456(XXVII-O/97) Promoción de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer ‘Convención de Belém do Pará. La última resolución toma nota de los progresos alcanzados; alienta a los gobiernos que aún no lo hayan hecho a ratificar la Convención, y exhorta a la CIM y a los Estados miembros a seguir desarrollando estrategias tendientes a la puesta en práctica de los objetivos de dicha Convención, dando a conocer los resultados en el próximo informe de seguimiento de la CIM.  A la fecha de este documento, la CIM ya había presentado a la Asamblea General de la OEA el tercer informe bienal. 


Recientemente, y a fin de que, en forma sistemática y continua se pueda realizar una evaluación del progreso y cumplimiento de los objetivos de la Convención, la XXXI Asamblea de Delegadas de la CIM adopta la Resolución CIM/RES.224(XXXI-O/02), (Anexo I), que encomienda a la Secretaría Permanente de la Comisión Interamericana de Mujeres que, en consulta con otros órganos, organismos, entidades y dependencias de la OEA y las Naciones Unidas, elabore un documento de trabajo sobre los mecanismos de seguimiento existentes de instrumentos jurídicos internacionales.  Además, resuelve la creación de un Grupo de Trabajo integrado por expertas y expertos designados por los Estados Miembros de la Comisión Interamericana de Mujeres para que analice el documento elaborado por la Secretaría Permanente de la CIM, considere las propuestas presentadas por las organizaciones de la sociedad civil y formule recomendaciones sobre el modo más apropiado de dar seguimiento a la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer.   Finalmente, solicita al Secretario General que convoque a una Reunión de Estados Parte de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, a fin de que, teniendo en cuenta las recomendaciones del Grupo de Trabajo, adopte una decisión sobre el modo más apropiado de dar seguimiento a la Convención.  A esta reunión se invitaría a participar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, así como aquellos Estados que no son parte de la Convención.


Por otra parte, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) periódicamente efectúa recomendaciones y emite decisiones relativas a las obligaciones de los Estados miembros para promover y proteger los derechos humanos de las mujeres.  Desde 1995, ha incluido en su informe anual a la Asamblea General de la OEA, informes sobre temas relativos al cumplimiento de los Estados Miembros con los términos de la Convención de Belém do Pará, y desde 1994 ha actuado en el área de los derechos humanos de la mujer con el apoyo de la Relatoría Especial sobre los derechos humanos de la Mujer.  La CIDH está actualmente tramitando varios casos en los que se alegan violaciones de la Convención de Belém do Pará, y ha efectuado varios informes analizando la implementación de los compromisos establecidos en la misma, con recomendaciones destinadas par avanzar hacia su total cumplimiento.  Recientemente, la CIDH ha publicado su informe sobre el primer caso que está fundado principalmente en violaciones al Artículo 7 de la Convención (Caso de María Maia da Penha, que se puede consultar en la página web de la CIDH, www.cidh.org)  Además, la Comisión y su Relatoría Especial, formulan recomendaciones en sus informes sobre la situación de los derechos humanos en países específicos, orientadas a mejorar el cumplimiento de los Estados Partes con la Convención.

IV.
BALANCE REGIONAL DE LA ÚLTIMA DÉCADA

Los compromisos asumidos por los gobiernos en relación con la violencia contra la mujer, no son exclusivos de la Convención Belém do Pará, pues como se señalara más arriba, también fueron establecidos en la Plataforma de Acción de Beijing, para los Estados miembros de las Naciones Unidas, que sin tener un carácter vinculante, refuerza los compromisos de la Convención.

Según un estudio de CEPAL
, América Latina y el Caribe es una de las regiones del mundo que mayor atención ha prestado a la lucha contra la violencia hacia la mujer y ha recorrido un largo proceso de construcción de redes sociales y tramas institucionales que han implicado la reformulación de marcos jurídicos, la creación de normas e instituciones, el diseño de metodologías.  Este proceso se ha llevado a cabo en distintos ámbitos interconectados entre si.  En el internacional, se produjo uno de los debates más importantes en materia de derechos humanos y que concluyó con el reconocimiento por parte de los gobiernos de la violencia contra la mujer como objeto de políticas públicas.  Es en el área de la legislación donde se han registrado los avances más importantes, ya que es la única región en el mundo que cuenta con una convención específica orientada hacia su prevención, sanción y erradicación.  A partir de la entrada en vigor de esta Convención, se han registrado grandes avances en la legislación que han adoptado los países del hemisferio para combatir la violencia contra la mujer.  Sin embargo, entre los problemas destacados en la aplicación de las leyes, se ha visto que no hay suficientes ni adecuados mecanismos de seguimiento que permitan verificar el cumplimiento de las sanciones.  . 

De acuerdo con el “Informe sobre violencia contra las mujeres en América Latina y el Caribe 1990-2000”, realizado por el Fondo de Desarrollo de las Naciones Unidas para la Mujer 
, al finalizar la década, gran parte de los países de la región habían realizado modificaciones a sus legislaciones penales, o bien, han creado legislaciones especiales, con el fin de sancionar y penalizar el problema de violencia contra la mujer.  Asimismo, en algunos países se crearon servicios especializados de atención y apoyo para mujeres víctimas de violencia.  El informe señala que, a pesar de los progresos logrados, no es posible dimensionar si la violencia contra las mujeres ha disminuido o no en la región en el transcurso de la década 1990-2000.   A la falta de registros y estadísticas sobre el problema, se suman disparidades en la forma en que es atendida por cada Estado, lo cual impide tener una clara evaluación tanto de su magnitud, como de los resultados concretos que las experiencias de legislación y adopción de políticas públicas han generado en cada país.  

Ello coincide con los resultados del proyecto “Violencia en las Américas- Un análisis regional, incluido el examen de la implementación de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer” realizado recientemente por la CIM, conjuntamente con el International Centre for Criminal Law Reform and Criminal Justice Policy de Vancouver, Canadá, y el Instituto Latinoamericano de las Naciones Unidas para la Prevención del Delito y el Tratamiento del Delincuente (ILANUD). Su análisis se centra: 1) en la naturaleza y la eficiencia de los mecanismos de implementación de la Convención Belem do Pará adoptados por diferentes países de las Américas y 2) en las dificultades y obstáculos que se encontraron al implementar estas medidas.  

La investigación se realizó sobre la base de las respuestas recibidas de los Estados miembros de la Convención a un cuestionario enviado por la Comisión Interamericana de Mujeres, en abril del 2000, como así también en estudios sobre el terreno realizados en determinados países de las Américas por medio de consultas y entrevistas a representantes de los órganos nacionales, organizaciones gubernamentales y no gubernamentales y del ámbito académico. 

El estudio expresa que aún existen serios obstáculos en materia de información y registros, acceso a la justicia, servicios de atención y protección para las víctimas y capacitación educacional, por lo que aún subsisten serias deficiencias en el cumplimiento de los objetivos de la Convención.

Resultados del Proyecto de la CIM Violencia en las Américas

Señala que la implementación de los programas y medidas que consagra la Convención ha tropezado con considerables dificultades en toda la región.  “No sería erróneo -menciona- decir que aún no se ha logrado la plena implementación de la Convención en ninguno de los países examinados. Todo lo que puede decirse, sobre la base de la poca información que existe, es que es muy poco probable que se haya logrado un avance significativo en los últimos cinco años en términos de la cantidad de victimización que ha tenido lugar o del número de mujeres que se han visto afectadas.  Si realmente se implementaron los cambios institucionales, de actitudes y programáticos contemplados en la Convención, en la mayoría de los países aún no redundan en reducciones concretas de la violencia contra la mujer”
 

El estudio elaboró una evaluación sobre los esfuerzos en materia legislativa y sobre políticas públicas en la región para atacar la problemática de violencia, y, señala serias deficiencias en el cumplimiento de los objetivos de la Convención.  Algunas de éstas se presentan a continuación:

 
Legislación

Aunque los Estados han realizado reformas legales a sus códigos penales para sancionar la violencia contra la mujer, el estudio realizado por la CIM aún señala las siguientes deficiencias:

· En la región, no se tipifica como delito sistemática ni uniformemente la violación conyugal, ni los ataques sexuales violentos dentro del hogar.

· En muchos casos, el ataque sexual sigue considerándose un delito contra la moral y no un delito de agresión que viola la integridad personal de la víctima.

· El delito de violación, en algunos países, sigue estando definido en relación con la reputación de la víctima.

· En la práctica, en algunos países se sigue aceptando la defensa del “honor” en casos de violación.

· En muchos países, el acoso y el asedio sexual no son reconocidos como delitos graves.

· En muchos países, la violencia aún no constituye un delito penal y, por lo tanto, no alcanza penas similares a las previstas por violación de otros derechos humanos.

· Muchos países han establecido juzgados de relaciones familiares para atender casos de violencia doméstica, pero no se ha evaluado debidamente la eficacia de este enfoque.  

· Aún cuando algunos Estados hayan enmendado sus leyes a efectos de imponer sanciones más estrictas en casos de violación y ataques sexuales, rara vez se ha dado seguimiento a las sentencias que se aplican después de que entraron en vigor esos cambios legislativos.

Acceso a la justicia

Otras deficiencias que se observan en la región, tienen que ver con la posibilidad de acceder a un procedimiento judicial de las mujeres víctimas de cualquier forma de violencia y que éste sea justo:

· En la mayoría de los países es muy limitada la protección concreta que se ofrece a las mujeres que son objeto de violencia.

· Dificultad de las mujeres para acceder al ejercicio efectivo de sus derechos debido a desconocimiento de los mismos e insuficiente patrocinio jurídico gratuito y adecuado.

· Disposiciones insuficientes para la protección de las víctimas y los testigos durante el proceso de justicia penal y las comparecencias ante los tribunales.

· Insuficiente conocimiento y sensibilización de los jueces, magistrados y encargados de la administración de justicia, que impiden la utilización efectiva de los recursos legales existentes.

· Dificultad para hacer efectiva la reparación o compensación justa.

· Existencia de la mediación y conciliación en los casos de violencia contra las mujeres.

· En la mayoría de los países, las mujeres que viven en la pobreza, en comunidades rurales o remotas, las indigentes, las mujeres con discapacidad y las reclusas siguen confrontado obstáculos casi insuperables al tratar de acceder a los limitados servicios disponibles.

Servicios de atención

De acuerdo con la Convención Belém do Pará, los Estados deben ofrecer a las víctimas de violencia servicios especializados con asesoramiento psicológico y legal tanto para enfrentar una crisis, como para lograr su rehabilitación después de una experiencia de violencia o violación sexual.  No cabe duda de que en los últimos años se ha logrado cierto avance en la prestación de servicios para mujeres y niños que sufrieron abusos: líneas telefónicas de emergencia, servicios de asistencia en casos de urgencia, refugios, servicios de atención médica especial y servicios especializados de apoyo psicológico y legal.  No obstante, en la mayoría de los países la magnitud de los servicios no guarda relación alguna con la demanda:

· Por lo general, se carece de programas eficaces de rehabilitación para mujeres que son víctimas de violencia.

· Los servicios de atención que integran asesoramiento jurídico y psicológico son casi inexistentes.  En la mayoría de los casos, únicamente se cuenta con líneas telefónicas de intervención en casos de crisis.

· Deficiencia de refugios seguros.

· Falta de servicios en comunidades rurales y marginadas, así como falta de atención sobre los obstáculos especiales con los que algunos grupos de mujeres tropiezan para acceder a los servicios y la asistencia.  En este grupo, se cuentan por ejemplo las niñas y mujeres que padecen alguna discapacidad y cuyas necesidades rara vez se reconoce en la planificación de la mayoría de los programas y servicios.

Información y registro

En cuanto a la información estadística y el registro sobre la problemática de violencia, se encuentran graves deficiencias:

· Inexistencia de registros estadísticos desagregados por sexo y edad sobre violencia.

· Ausencia de un sistema nacional de registro sobre violencia contra las mujeres.

· Ausencia de mecanismos de seguimiento, monitoreo y evaluación sobre el tema.

· Ausencia de una línea de base sobre prevalencia para medir impactos.

V. INICIATIVAS DE SEGUIMIENTO Y MEDICIÓN DE LOS AVANCES: INDICADORES DE GÉNERO

a) Indicadores de la Convención

Una de las expertas que tuvo a su cargo parte del proceso de preparación del proyecto de la CIM, antes mencionado, elaboró un documento de indicadores, basado en los artículos 7 y 8 de la Convención (Anexo II) con el fin de efectuar el análisis de progreso y las tendencias en la implementación de la Convención.
b) Indicadores de seguimiento de conferencias internacionales

Por su parte, la Unidad Mujer y Desarrollo de la CEPAL, ya en 1999 elaboró un sistema de indicadores de género para el seguimiento y la evaluación del programa de Acción Regional y la Plataforma de Acción de Beijing (LC/L.1186). 

Luego, frente a la creciente necesidad de acelerar los avances en relación a la producción de estadísticas de género, la CEPAL convocó en octubre de 1999 una Reunión de expertas sobre indicadores de género y políticas públicas en América Latina con vistas a analizar y sistematizar las actividades llevadas a cabo en América Latina en relación a la utilización de indicadores socioeconómicos en los procesos de adopción de decisiones, otorgando particular importancia a los aspectos de género. En relación a los aspectos metodológicos y técnicos de la producción de estadísticas, las expertas recomendaron particularmente a las instituciones nacionales productoras de estadísticas y a la CEPAL de "producir nueva información sobre temas emergentes fundamentales para la comprensión de las relaciones de género" (CEPAL, 2000b, par. 24).
En vista de estos mandatos y recomendaciones, la Octava reunión de los organismos especializados y otras organizaciones del sistema de las Naciones Unidas sobre el adelanto de las mujeres en América Latina y el Caribe (Santiago de Chile, 9 y 10 de noviembre de 1999), solicitó a la Secretaría de la CEPAL elaborar un proyecto de cooperación de nivel regional sobre un sistema de indicadores de género (acuerdo 6). Luego, en su Novena reunión (Santiago de Chile, 12 de septiembre de 2000), los mismos organismos se comprometieron a participar con aportes específicos en el proyecto diseñado por la CEPAL para facilitar la utilización de los indicadores de género en la formulación de políticas (acuerdo 4).

Tal conjunción de mandatos internacionales y regionales condujo el Comité Interinstitucional sobre la Mujer y la Igualdad de Género de las Naciones Unidas a solicitar a la CEPAL en su quinto período de sesiones (Nueva York, 23 al 25 de febrero de 2000) presidir su Grupo de trabajo sobre herramientas e indicadores de género para el análisis de impacto, el monitoreo y la evaluación.

En fin, los países miembros de la CEPAL acordaron en la Trigésima primera reunión de la Mesa Directiva de la Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe (Santiago de Chile, 13 al 15 de septiembre de 2000):

"Favorecer, por el intermedio de la CEPAL y con su asistencia, la armonización de las estadísticas desagregadas por sexo, y el compromiso con el uso y desarrollo de los indicadores de género, promoviendo el intercambio de experiencias y la cooperación entre los mecanismos nacionales de la mujer y las instancias responsables de las estadísticas en los países miembros" (acuerdo No 9)
.

VI. LEGISLACIÓN Y PROGRAMAS NACIONALES SOBRE VIOLENCIA 

En este documento (Anexo III), se presenta el estado de ratificación de la Convención de Belém do Pará, como así también los mecanismos nacionales responsables de las políticas de la mujer y/o de género en los Estados Miembros, la legislación adoptada sobre la materia y las iniciativas y medidas tomadas a nivel nacional sobre violencia contra la mujer.

VII.
FUNDAMENTO DE LA NECESIDAD DE SISTEMATIZAR EL SEGUIMIENTO.

Las investigaciones y estudios mencionados coinciden en señalar que las acciones llevadas a cabo por los países en la región, aún no redundan en reducciones concretas de la violencia contra la mujer.  Se suma a lo anterior la asignación insuficiente de recursos presupuestarios para atender el problema.  Es, por todo ello, indudable la necesidad de intentar nuevas formas para cumplir los objetivos de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer.  Es menester realzar los esfuerzos que se han hecho hasta ahora, pero también evaluar los éxitos y fracasos de las políticas implementadas en la actualidad. Deben explorarse formas de dar seguimiento al problema en la región, así como maneras de renovar el compromiso y la cooperación de las sociedades de la región con la meta de coadyuvar en la erradicación de la violencia contra la mujer.  

Además, en la región, existe la urgente necesidad de adoptar medidas eficaces y una acción internacional concertada para combatir y eliminar toda forma de trata de mujeres y niñas con fines de explotación sexual.  Para ello, es menester elaborar estrategias integrales para combatir este problema que incluyan asistencia mutua jurídica, policial y judicial entre los países.

Un grave obstáculo a todo ello continúa siendo que no se cuente con estadísticas fiables sobre estos problemas en la región, porque sin ellas, tampoco es posible controlar el cambio social e institucional, ni evaluar la magnitud del impacto de las políticas llevadas a cabo.  

Problemáticas similares en otras materias y otras convenciones dentro de la Organización de Estados Americanos han conducido a la creación, en su seno,  de mecanismos de evaluación y seguimiento, los cuales abren opciones de cooperación que permiten mejorar la comprensión y atención de los problemas. Un mecanismo que permitiera dar seguimiento a los avances y las experiencias generadas por los distintos países y que facilitara la cooperación en términos de información y prácticas óptimas podría contribuir a que los Estados cumplan con sus obligaciones con respecto a la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer y a frenar tan extendido problema en la región.  

VIII.
CONCLUSIONES Y ESTRATEGIAS A SEGUIR.

Lo expuesto pone de manifiesto que la creación de un mecanismo que contribuya a que exista cooperación entre Estados Partes de la Convención Belém do Pará, con el fin de que coadyuven en el cumplimiento de sus obligaciones conforme a la Convención, es una necesidad ampliamente reconocida y aceptada por todos los estudios realizados sobre el tema.

En principio, la propuesta sería que dicho mecanismo se estableciera en el marco de la Organización de Estados Americanos y deberá responder a los principios que establece la Carta de la Organización y a los criterios de imparcialidad y de objetividad, con participación de organismos de derechos humanos y jurídicos, tales como la CIDH y la Relatora Especial sobre los derechos de la mujer, de la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos a través de la Secretaría Técnica de Mecanismos de Cooperación Jurídica y la CIM.

Existen experiencias regionales sobre mecanismos creados para el seguimiento de los compromisos asumidos por los Estados conforme a la Convención Interamericana contra la Corrupción (anexo IV)
 , así como en la atención hemisférica a las drogas, a través del Mecanismo de Evaluación Multilateral (MEM) de la Comisión Interamericana para el Control y el Abuso de Drogas (CICAD)(anexo V)
 . Ambos, están constituyendo ejemplos regionales e internacionales sobre atención compartida para la atención de problemáticas específicas en la región.   De igual manera, en el ámbito de Naciones Unidas, la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, en su artículo 17 expresa que, con el fin de examinar los progresos realizados en la aplicación de la Convención se establecerá un “Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer”(Anexo VI a)
.  Posteriormente se aprobó el Protocolo Facultativo de la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer a fin de mejorar el procedimiento de implementación de la Convención (Anexo VI b)   A título informativo, para los expertos, se puede consultar también The CEDAW Assesment Tool: an assesment based on the Convention to Eliminate all Forms of Discrimination Against Women (CEDAW)
.
Por ser un tema que requiere urgente solución, éste no debe ser relegado únicamente a la cuestiones de igualdad de género y mujeres, sino se deberá incluir dentro del marco de Derechos Humanos de la Organización. 

Conforme a la Resolución CIM/RES.224 (XXXI-O/02), todos los Estados Parte de la Convención deberían estar representados y participarían en condición de igualdad en el mecanismo. 

A través de este mecanismo, puede también invitarse a otros Estados que no hayan ratificado la convención a estar presentes en las sesiones que lleve a cabo el Comité de Expertos con el fin de que se beneficien de las experiencias llevadas a cabo por los Estados que sí son parte y que sirva de estímulo para ser parte de la Convención.

En términos de financiamiento, podrían seguirse las normas establecidas por la Organización de los Estados Americanos e invitar a la constitución de un fondo especial con las aportaciones de los Estados de la región americana, miembros de la OEA, a otros Estados interesados, al Fondo de Desarrollo de las Naciones Unidas para la Mujer (UNIFEM) y a otros organismos interamericanos e internacionales.

Podría invitarse a organismos de derechos humanos de dentro y fuera de la Organización, como la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), el Instituto Interamericano de Derechos Humanos (IIDH) y el Fondo de Desarrollo de las Naciones Unidas para la mujer (UNIFEM) a que aporten sus sugerencias y comentarios en torno a la creación de este mecanismo. También podría consultarse con el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), la División para la Prevención del Delito y Justicia Penal del Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas, entre otros.

IX. PROPUESTA DE MECANISMO DE SEGUIMIENTO

Con el fin de facilitar el proceso a seguir para implementar el mandato emanado de la Asamblea de Delegadas de la CIM, CIM/RES.224 (XXXI-O/02) y tomando como base la experiencia de los mecanismos existentes dentro del ámbito de la OEA y de Naciones Unidas, se presenta un borrador de proyecto de mecanismo de seguimiento de la Convención de Belém do Pará. 

PROPUESTA PARA DESARROLLAR UN PROYECTO DE

 MECANISMO DE SEGUIMIENTO DE LA IMPLEMENTACIÓN

DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRARICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER, 

CONVENCION DE BELEM DO PARA

PREÁMBULO 

Teniendo en cuenta que la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la mujer tiene el propósito de proteger los derechos de la mujer y eliminar situaciones de violencia que puedan afectarlas, ya que toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito publico como en el privado  y que es necesario fortalecer la cooperación entre los Estados Parte en el desarrollo de los mecanismos necesarios para prevenir,  sancionar y erradicar la violencia contra la mujer.

Reconociendo que hasta la fecha se han logrado avances importantes en la implementación de las disposiciones de la Convención de Belem do Para tanto en el ámbito internacional, así como nacional mediante el desarrollo de Programas, Planes y Políticas  implementadas en algunos casos por los Mecanismos Nacionales de la Mujer.

Destacando que la existencia de un mecanismo que permita dar seguimiento y analizar la forma en que están siendo implementados esos avances y que facilite la cooperación entre los Estados Parte entre sí y el conjunto de los Estados Miembros de la OEA contribuirá a la consecución de los propósitos de la Convención. Este mecanismo debe reconocer la necesidad de avanzar progresivamente en el logro de sus objetivos, así como apoyar los programas que los Estados Parte realicen para la implementación de la Convención.

Dando cumplimiento los mandatos adoptados por la Trigésima Primera Asamblea de Delegadas de la CIM [CIM/RES.224 (XXXI-O/02] para que se inicie un proceso para establecer el modo más apropiado de dar seguimiento a la Convención de Belem do Para y la Asamblea General de la OEA, “Tercer Informe Bienal sobre Cumplimiento de la Resolución AG/RES. 1456 (XXVII-O/97) “Promoción de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, “Convención de Belém do Pará”
1. Propósitos/Objetivos

Los propósitos del mecanismo serán: 

a. Dar seguimiento a los compromisos asumidos por los Estados Parte de la Convención y analizar la forma en que están siendo implementados;

b. Promover la implementación de la Convención y contribuir al logro de los propósitos establecidos en sus artículos 7 y 8.

c. Establecer un sistema de cooperación técnica entre los Estados Parte para el intercambio de información, experiencias y mejores prácticas para avanzar en la modernización y armonización de sus legislaciones internas. 

2. Principios fundamentales

El mecanismo de seguimiento de los compromisos asumidos por los Estados Parte en la Convención se desarrollará en el marco de los propósitos y principios establecidos en la Carta de la Organización de los Estados Americanos. En tal sentido, las atribuciones de este mecanismo y los procedimientos que emplee deberán tener en cuenta los principios de soberanía, de no intervención y de igualdad jurídica de los Estados, así como la necesidad de respetar la Constitución y los principios fundamentales del ordenamiento jurídico de cada Estado Parte. 

3. Características/Estructura

El mecanismo de seguimiento de la implementación de la Convención es de carácter intergubernamental y tiene las siguientes características:

Será imparcial y objetivo en su operación y en las conclusiones y resoluciones a las que arribe. 

Garantizará una aplicación justa y un tratamiento igualitario entre los Estados Parte, y no tendrá facultades para  la adopción de sanciones. 

Será un ejercicio desarrollado sobre una base consensual y sobre la base del principio de cooperación entre los Estados Parte. 

4. Miembros

Todos los Estados Parte de la Convención son miembros, estarán representados y participaran en el mecanismo de seguimiento.

Los Estados Miembros de la OEA que no sean parte de la Convención podrán ser invitados a participar. 

5. Estructura y responsabilidades

El mecanismo de seguimiento constará de dos órganos: la Conferencia de los Estados Parte y el Comité de Expertos.

La Conferencia estará integrada por representantes de todos los Estados Parte, tendrá la autoridad y responsabilidad general de instrumentar el mecanismo y se reunirá al menos una vez al año.

El Comité estará integrado por expertos designados por cada Estado Parte. Elaborará su propio reglamento y será responsable del análisis técnico de la implementación de la Convención por los Estados Parte, entre otras tareas relacionadas con este cometido principal.  El Comité podrá solicitar la asistencia y lineamientos de la Conferencia, en cuyo caso, ésta se reunirá para considerar tales cuestiones. 

La Secretaria del Comité de expertos estará a cargo de la Secretaría General de la OEA.


6. Sede

El Mecanismo de Seguimiento tendrá su sede en la Organización de los Estados Americanos, en la Secretaría Permanente de la CIM.  

7. Funcionamiento

Selección de disposiciones y metodología: 

La Secretaria del Comité preparará un documento base para la aprobación del Comité, en el que seleccionará las disposiciones incluidas en la Convención cuya aplicación por los Estados Parte podrá ser objeto de análisis y decidirá, de acuerdo con los recursos financieros disponibles, cuál será la duración del período de sesiones que dedicará a ese trabajo, el que se denominará ronda.

En cada ronda, la Secretaria del Comité preparará un cuestionario sobre las disposiciones que se hayan seleccionado que, una vez aprobados por el Comité de Expertos será remitido a los Estados Parte, quienes se comprometen a darle respuesta dentro del plazo fijado por el propio Comité. Las respuestas al cuestionario deben ser circuladas entre todos los integrantes del Comité.

Al principio de cada ronda, el Comité analizara la información correspondiente a cada Estado Parte y fijara un calendario para llevar a cabo dicho análisis mediante el uso de un medio imparcial, previamente determinado como son, el orden alfabético, el sorteo o el orden cronológico de ratificación de la Convención.  La Secretaria del Comité hará pública esta información.  El Comité anunciará con adecuada antelación las fechas en que se realizará el análisis de cada Estado Parte en cada ronda.

Análisis de la información e informe preliminar: 

Con el objeto de agilizar sus trabajos, el Comité conformará en cada caso un subgrupo integrado por expertos de dos Estados Parte que, con el apoyo de la Secretaría, analizará la información referida a cada Estado Parte. 

Sobre la base de dicho análisis cada subgrupo, con el apoyo de la Secretaría, elaborará un informe preliminar y confidencial que será puesto en conocimiento del Estado analizado a fin de recabar sus observaciones.  Los expertos no participaran en las deliberaciones de las cuestiones relativas a su país de origen.

Cada subgrupo elaborará una versión revisada del informe preliminar teniendo en cuenta las observaciones del Estado Parte y lo presentará a consideración del pleno del Comité.

El pleno del Comité formulará las conclusiones y, cuando sea el caso, las recomendaciones que considere apropiadas. 

Informe final: 

Al terminar la revisión de los informes preliminares de todos los Estados Parte en cada ronda, el Comité emitirá un informe final correspondiente a cada Estado, que incluya las observaciones de cada Estado Parte que haya sido analizado, el cual será remitido a la Conferencia y posteriormente se hará público. 

8.
Tratamiento igualitario
Para asegurar la eficiencia del mecanismo y lograr que este sea una evaluación entre iguales, cuyo objeto es el de de fortalecer la comunicación y el intercambio de experiencias entre los Estados Partes, el Comité de Expertos deberá tener en cuenta que:

a) Todos los Estados Partes serán analizados en el marco de la ronda, y de acuerdo con los mismos criterios y procedimientos.

b) Los cuestionarios serán iguales para todos los Estados Partes.

c) Todos los informes de los países deberán tener la misma estructura.

9. Cooperación intergubernamental y participación de la sociedad civil

La Conferencia de Estados Partes y el Mecanismo de Seguimiento de la Convención tienen carácter intergubernamental, pero el Comité de Expertos, a fin de obtener mayores elementos de análisis, tendrá facultad de invitar a sus sesiones plenarias a los Estados que no son partes de la Convención y a organizaciones de la sociedad civil, para recibir sus opiniones de acuerdo con las Directrices para la Participación de las Organizaciones de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA (CP/RES. 759 (1217/99)) y la definición de sociedad civil contenida en la resolución AG/RES 1661 (XXIX-O/99). El Comité podrá establecer la metodología que considere más apropiada para recibir esta información.

10.
 Recursos

Las actividades del Comité de Expertos y de la Secretaria Técnica del Comité de Expertos del Mecanismo de Seguimiento, serán financiadas con un fondo especial constituido por las contribuciones que realicen los Estados Parte en la Convención, los Estados que no son Parte en la Convención, los organismos financieros internacionales y toda otra contribución que pueda recibirse de acuerdo con las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.  Dichas contribuciones podrán incluir ofrecimientos de los Estados Parte para organizar y ser sede de las reuniones de los órganos del Mecanismo. La Conferencia de los Estados Parte podrá determinar criterios para determinar contribuciones regulares. 

11. 
Revisión periódica del mecanismo

La Conferencia examinará periódicamente el funcionamiento del mecanismo, teniendo en cuenta las observaciones del Comité de Expertos, y podrá introducir las modificaciones que estime convenientes.

12. Informe a la Asamblea General de la OEA

El Comité de Expertos, con la colaboración de la Secretaría del Comité, informará cada cuatro años a la Asamblea General de la OEA sobre los trabajos realizados durante ese período, relativo a los avances y desafíos y mejores prácticas que emanen de los informes finales que elaboren, y en su caso, recomendaciones generales si lo estimaran procedente. 

ANEXO I

CIM/RES.224 (XXXI-O/02)
SEGUIMIENTO DE LA CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ

(Resolución aprobada en la sexta sesión plenaria, celebrada el 31 de octubre de 2002)


La Trigésima Primera Asamblea de Delegadas de la Comisión Interamericana de Mujeres,


CONSIDERANDO que la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM) promovió el proceso que culminó en 1994 con la adopción por la Asamblea General de la OEA en su vigésimo cuarto período ordinario de sesiones, celebrado en Belém do Pará, Brasil, de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do Pará”;


CONSIDERANDO TAMBIÉN que hasta la fecha 31 Estados Miembros han ratificado esta Convención, demostrando así su compromiso con el logro de los objetivos de la Convención de eliminar la violencia contra la mujer y que es deber de los Estados respetar y llevar a la práctica las obligaciones asumidas;


TENIENDO PRESENTE que el Plan Estratégico de Acción de la CIM, los Programas Bienales de Trabajo de la CIM adoptados por las Asambleas de Delegadas y el Programa Interamericano sobre la Promoción de los Derechos Humanos de la Mujer y la Equidad e Igualdad de Género han determinado expresamente que la violencia contra la mujer es un área de acción prioritaria;


RECORDANDO que, luego de la aprobación y entrada en vigencia de la Convención, la Asamblea General de la OEA adoptó sucesivas medidas sobre la materia, entre ellas la resolución AG/RES. 1456 (XXVII-O/97), “Promoción de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, ‘Convención de Belém do Pará’”, en la que solicita a la Secretaría Permanente de la CIM que presente a la Asamblea General, cada dos años, un informe sobre los avances logrados en los Estados Miembros en la aplicación de la Convención y sobre las experiencias y resultados obtenidos mediante las iniciativas y programas llevados a cabo para combatir la violencia contra la mujer;


RECORDANDO TAMBIÉN que las Declaraciones y Planes de Acción de las Cumbres de las Américas y los informes de la Relatoría de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos sobre la Condición de la Mujer en las Américas, han demostrado un marcado interés en el tema y en especial en la implementación y seguimiento de la Convención;


TENIENDO PRESENTES los resultados del proyecto “Violencia contra la Mujer: Análisis Regional, Incluido un Estudio de la ‘Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, Convención de Belém do Pará’” (CIM/doc.7/02), emprendido por la CIM en el año 2000 para evaluar el progreso alcanzado en el Hemisferio en el cumplimiento de los objetivos de la Convención cinco años después de su entrada en vigencia;


OBSERVANDO que se han llevado a cabo cuatro reuniones subregionales de expertas para analizar los mencionados resultados y obtener recomendaciones para la formulación de estrategias regionales que ayuden a acelerar la aplicación de los objetivos de la Convención y que se crearon cuatro Secretarías subregionales pro témpore para dar seguimiento a la aplicación de las recomendaciones de las reuniones de expertas;


PREOCUPADA porque la violencia contra la mujer es un problema social que aún persiste en el Hemisferio; y


DESTACANDO que en el ámbito de la CIM se ha manifestado interés en examinar las medidas más apropiadas para dar seguimiento a la Convención de Belém do Pará a fin de que, en forma sistemática y continuada, se pueda realizar una evaluación del progreso y cumplimiento de los objetivos de la misma.

RESUELVE:

1.
Exhortar a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que consideren ratificar o adherir, según sea el caso, la Convención de Belém do Pará. 

2.
Instar a los Estados Miembros a promover iniciativas dirigidas a incrementar el conocimiento público respecto de que todas las formas de violencia contra la mujer, incluida la violencia doméstica, son violaciones de los derechos humanos.

3.
Recomendar a los Estados Miembros que aún no lo han hecho a que:

a.
generen políticas que tiendan a la prevención y atención de toda forma de violencia contra la mujer a través de su legislación interna, programas de capacitación y asistencia a víctimas e infractores, y capacitación al personal que trabaja con las víctimas;

b.
otorguen los recursos necesarios para prevenir, poner al descubierto, abordar, sancionar y erradicar dicha violencia; y 

c.
que recopilen en forma apropiada datos sobre actos de violencia contra la mujer.

4.
Encomendar a la Secretaría Permanente de la Comisión Interamericana de Mujeres que, en consulta con otros órganos, organismos, entidades y dependencias de la OEA y las Naciones Unidas, elabore un documento de trabajo sobre los mecanismos de seguimiento existentes de instrumentos jurídicos internacionales. 

5.
Crear un Grupo de Trabajo integrado por expertas y expertos designados por los Estados Miembros de la Comisión Interamericana de Mujeres para que analice el documento elaborado por la Secretaría Permanente de la CIM, considere las propuestas presentadas por las organizaciones de la sociedad civil y formule recomendaciones sobre el modo más apropiado de dar seguimiento a la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer.

6.
Solicitar al Secretario General que convoque a una Reunión de Estados Parte de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, a fin de que, teniendo en cuenta las recomendaciones del Grupo de Trabajo, adopte una decisión sobre el modo más apropiado de dar seguimiento a la Convención. A esta reunión se invitaría a participar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, así como aquellos Estados que no son parte de la Convención.

7.
Informar sobre el resultado de este proceso a la Asamblea General de la OEA y a la Trigésima Segunda Asamblea de Delegadas de la CIM.

8.
Instar a las delegadas responsables de las secretarias subregionales pro tempore a que continúen coordinando y facilitando el seguimiento de la aplicación de la Convención de Belém do Pará.

ANEXO II

“VIOLENCIA EN LAS AMÉRICAS”

Análisis regional – Incluyendo una revisión de la implementación de la

“Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar

la Violencia Contra la Mujer”,

Yvon Dandurand y Ana Elena Obando

VACÍOS Y TENDENCIAS DE LA INVESTIGACIÓN

ELABORADO POR ROXANA ARROYO

PROPÓSITO DEL PROYECTO


Elaborar recomendaciones fundamentadas en el análisis de los datos recogidos para el fortalecimiento de las acciones impulsadas por los Estados Latinoamericanos en el cumplimiento e implementación de la Convención de Belém do Pará.

PROPÓSITO DE LA INVESTIGACIÓN


Revisar y evaluar el progreso realizado en la implementación de las  políticas y medidas específicas de la Convención en los países seleccionados en las diferentes regiones.

OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN

· Identificar los tipos y la eficiencia percibida de las políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar la violencia, así como los mecanismos de implementación.

· Conocer las medidas específicas y  programas adoptados en cada país y su evaluación, si existiese.

· Señalar las dificultadas y obstáculos en la implementación o aplicación de las políticas y medidas contempladas en la Convención.

· Hacer una relación entre las medidas de implementación de la Convención y su impacto en los factores que contribuyen a la violencia contra las mujeres.

ESTUDIOS SOBRE TERRENO 

Programas Nacionales para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer en Brasil (Consultoras: Leila Linhares Barsted y Jacqueline Hermann) Agosto 2000.

Programas Nacionales para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer en Chile (Consultoras: Lorena Fries y Paula Salvo) Agosto 2000.

Programas Nacionales para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer en Ecuador (Consultora: Rocío Salgado) Agosto 2000.

Programas Nacionales para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer en Paraguay (Consultoras: Line Bareiro, María Molinas, y Marilut Lluis O’Hara) Agosto 2000.

Programas Nacionales para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer en Perú (Consultora: Marcela Huaita) Agosto 2000.

ANTECEDENTES

· Movimiento de mujeres a escala mundial.

· Conferencias Mundiales sobre la Mujeres.

· Conferencia Mundial de Derechos Humanos, Viena.

· Comisión Interamericana de Mujeres (CIM).

· Asamblea  General de las Naciones Unidas.

· Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer.

· Comisión  de Derechos Humanos de las Naciones Unidas.

· Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

MARCO ÉTICO-JURÍDICO

· Convención Interamericana Para Prevenir Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer (9 de junio de 1994).
· Convención Sobre la Eliminación  de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer.
· Declaración de Naciones Unidas sobre la Eliminación de la Violencia contra la mujer.
La elaboración y entrada en vigor de la Convención de Belém do Pará constituye, en el marco del sistema regional, una verdadera redefinición del derecho interamericano sobre derechos humanos para aplicarlo desde una perspectiva de género.

CONCEPCIÓN DEL DERECHO QUE SE APLICA A LA INVESTIGACIÓN
· Componente formal-normativo.

· Componente estructural.

· Componente político-cultural.

INDICADORES UTILIZADOS 

DOS CATEGORIAS : INDICADOR Y MEJORÍA DEL INDICADOR.

Basados en los artículos 7 y 8 de la Convención, de carácter inmediato y progresivo para los Estados.

Ejemplos:

□ INDICADORES PARA EL ARTÍCULO 7 DE LA CONVENCIÓN.

 Inciso a. 

“abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y velar porque las autoridades, sus funcionarios, personal y agentes e instituciones se comporten de conformidad con esta obligación”.

Indicador

Obligación de abstenerse por parte del Estado de ejercer violencia contra las mujeres.

1) Registro de actos de la policía constitutivos de delito contra las mujeres (violación sexual, abuso sexual, agresión, lesiones, homicidio, proxenetismo, corrupción, etc.).

Fuentes

Anuario Estadístico del Poder Judicial.

Procuraduría Penal de la República de la Procuraduría General.

Inspección Judicial del Poder Judicial.

Organizaciones no gubernamentales de derechos humanos.

Mejoría del indicador

El indicador presenta mejoría en la medida en que exista un registro de los actos desagregados por sexo que da cuenta de un mínimo de delitos cometidos por funcionarios gubernamentales contra las mujeres.

Indicador

Mecanismo de prevención y rectificación de violencia cometida por personal del gobierno.

1) Registro de violación a los derechos humanos de las mujeres  privadas de libertad.

Fuentes
Ministerios de Seguridad.

Cárcel de Mujeres.
Mejoría del Indicador

El indicador mejora  en la medida en que existan mecanismos de prevención y rectificación de la violencia cometida y en la medida en que los actos sean visibilizados.

□ INDICADORES PARA EL ARTÍCULO 8 DE LA CONVENCIÓN

Inciso a.

“ fomentar el conocimiento y la observancia del derecho de la mujer a una vida libre de violencia, y el derecho de la mujer a que se respeten y protejan sus derechos humanos”.

Indicador

Promoción de los derechos humanos de la mujeres.

1) Número de campañas y cobertura sobre la divulgación de los derechos humanos de las mujeres, en especial al derecho de las mujeres a una vida sin violencia.

Fuentes

Oficina gubernamental de la mujer.

Diferentes Ministerios.

Mejoría del indicador
El indicador mejora en la medida en que el número de campañas sobre los derechos humanos de las mujeres sea más alto y la cobertura de la divulgación más extensa.

Indicador
Servicios especiales a poblaciones vulnerables (emigrantes, tercera edad, embarazadas, etc.).

Fuentes

Ministerio de Salud.

Oficina de la Mujer.

Mejoría del Indicador

El indicador mejorara en la medida  en que existan servicios de calidad especializados para las poblaciones vulnerables.

ANÁLISIS COMPARATIVO DE LA REGIÓN SUDAMERICANA

(Tendencias)
COMO SE HA REAFIRMADO EL DERECHO  DE LA MUJER A UNA VIDA SIN VIOLENCIA

· Mecanismos adoptados para la implementación de la Convención
La tendencia es  la existencia de instancias gubernamentales encargadas de la implementación de políticas, programas y acciones hacia las mujeres.

Vacío:

No existen mecanismos específicos para la implementación de la Convención.

· Programas para promover la concientización y el respeto del derecho de las mujeres a estar libres de violencia (Artículo8 inc.a).

Inicialmente  estos programas fueron impulsados desde la sociedad civil por ONGs de mujeres,  posteriormente se da la tendencia al desarrollo individual o coordinado con los mecanismos nacionales de las mujeres de cada país.

Obstáculo o dificultad

Falta de sostenibilidad de las campañas, ausencia de plazos y metas  concretas y muchas veces el carácter no imperativo de los planes, cambios de gobiernos.

· Programas para incrementar la conciencia pública del problema y soluciones para la violencia contra las mujeres (Artículo 8 inc.e).
La tendencia es que sean desarrollados principalmente por organizaciones de mujeres de la sociedad civil.  Incipientemente  algunos mecanismos nacionales de la mujer desarrollan algunas acciones con mayor o menor permanencia y sostenibilidad.

Vacío:

Necesidad de un desarrollo sostenido de programas de divulgación de los derechos de la mujer .

· Programas para incentivar a los medios de comunicación a contribuir con la erradicación de la violencia contra las mujeres (Artículo 8 inc.g).
Tendencia a  la no existencia de programas, ni incentivos, ni concursos que motiven a los MCS para que elaboren  programas dirigidos a la prevención y erradicación de la violencia.

Vacío:
Falta de políticas sistemáticas de comunicación de parte de los gobiernos y de legislación adecuada.

ELIMINANDO EL SEXISMO Y LAS PRÁCTICAS LEGALES Y CULTURALES QUE CONTRIBUYEN A LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES

La tendencia es a un avance en lo referente al componente formal-normativo.

Vacío:

Se ubica principalmente en el componente estructural y político cultural.

· Prácticas legales y reglas de procedimiento
Tendencia a la  existencia de estereotipos sexistas que obstaculizan los procesos judiciales por violencia  contras las mujeres para que estos sean tramitados conforme  a los principios establecidos por la Convención.

Vacío:

Prácticas como la conciliación como trámite obligatorio, falta de plazos para las medidas de protección, falta de credibilidad de la víctima por los operadores/as de justicia, impedimento de la denuncia entre cónyuges, exigencia del criterio de habitualidad, entre otros.

●
Programas para modificar los patrones sociales y culturales de comportamiento (Artículo 8 inc.b).

La tendencia es desarrollar, desde el área de educación y cultura, programas que buscan la modificación de patrones socio-culturales, principalmente por medio de los Ministerios de Educación en coordinación con los mecanismos nacionales.

LEGISLACIÓN Y MEDIDAS ADMINISTRATIVAS PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES (Articulo 7 in.c)

La tendencia es que la protección de la violencia contra las mujeres, se refiere al ámbito familiar casi exclusivamente, se nota un desarrollo de la legislación relacionado CON la familia, lo laboral, penal y administrativo.

Vacío:

En muchos casos no se da una unidad conceptual ni jurídica para el tratamiento de la violencia contra la mujer, o no se toma en cuenta la Convención para las reformas o elaboración de los Códigos penales y procesal penal.

· Ley Criminal y Procedimiento Penal

La tendencia es a un avance en el campo de la legislación penal, por la eliminación a nivel normativo de normas sexistas.

Vacíos:

Aún así, es necesario corregir en algunos países normas que contravienen la Convención, se mantienen conceptos como mujer honesta, el  no considerar la coacción permanente no grave como una forma de violencia, la no tipificación del incesto,  atenuante la relación de la víctima con la persona agresora y que se desarrolle en el ámbito familiar, la exclusión de formas  de violencia distintas a la física.

· Medidas administrativas

Las leyes establecen cuáles son las instituciones estatales responsables de la aplicación de las leyes y éstas adoptan las medidas necesarias.

Vacío:

En algunos casos no se cuenta con políticas que permitan definir acciones concretas para los casos específicos de violencia doméstica.

LA PREVENCIÓN DE LA VIOLENCIA INSTITUCIONAL CONTRA LAS MUJERES ( Artículo 7 inc. a)

Tendencia es a la falta de legislación específica al respectos y la carencia  de información estadística desagregada por sexo de actos de violencia cometidos hacia las mujeres por funcionarios.

Vacío:

Se requiere de una política que permita desarrollar mecanismos de prevención y rectificación de la violencia, así como un registro adecuado que permita visibilizar el problema y responsabilizar a los oficiales por actos de violencia contra las mujeres.

Vacío:

No existen en la mayoría de los países manuales de procedimientos policiales en relación al tema de la violencia que respondan a políticas modelo.

· Previniendo la violencia contra las mujeres privadas de libertad

La tendencia generalizada  es a la violación de los derechos humanos de las mujeres privadas de libertad.

Vacío:

Falta de políticas penitenciarias dirigidas  a esta población y documentación  sobre esta situación.

· Programas para promover la educación de aquellos/as envueltos  con la administración de justicia (Artículo 8 inc.c).

La tendencia es que estas capacitaciones se han dado sobre todo por iniciativa de organizaciones no gubernamentales. Se observa un cambio en algunos países en cuanto a que esta tarea es asumida por el Estado por medio de programas.

Vacío: 

Ausencia de una política de capacitación, y de un registro desagregado por sexo de los funcionarios/as que  reciban algún tipo de formación.

¿ESTÁN, LOS ESTADOS PARTES, DEMOSTRANDO LA DEBIDA DILIGENCIA EN LA PREVENCIÓN, INVESTIGACIÓN Y SANCIÓN DE LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES? (Artículo 7 inc.b)

La tendencia, no generalizada, es a la existencia de instituciones que respondan algún mandato de seguimiento del cumplimiento de acciones de prevención y de aplicación de la leyes que protegen de la violencia  a las mujeres.


Vacío:

Se ve limitado por la carencia de órganos de control de la función pública,  la falta de condiciones para el buen funcionamiento de las instituciones que de una u otra manera contribuyen a esta tarea, pero sobre todo, a la falta de mecanismos para la sanción y corrección de procedimientos.

· Procedimientos y prácticas para la ejecución de la ley

La tendencia es que persisten serios problemas, a pesar de las iniciativas que en este campo se impulsan desde los diferentes países.

Vacíos:

Problemas en la recepción de denuncias por exigencia de evidencia física del maltrato, desconocimiento del valor probatorio de los certificados médicos, entre otros.

Problemas en la actuación para proteger a la víctima, la falta de la adopción de medidas necesarias para resguardar la integridad de la víctima, la escasa intervención de la policía.

Necesidad de valorar la eficacia de la conciliación como una medida para enfrentar los problemas de la violencia familiar.

La tendencia, en las prácticas fiscales, es a mantener una carga de valores, preconceptos y juicios sexistas en la aplicación particularmente de las leyes de violencia familiar u otros procedimientos análogos por vía penal.

PROTECCIÓN DE MUJERES VÍCTIMAS CONTRA LA INTIMIDACIÓN, AMENAZA Y EL HOSTIGAMIENTO
La tendencia es la existencia de medidas precautorias y protectoras en aquellos países que  cuentan con leyes de violencia intrafamiliar.

Vacío:

Se dan al nivel de la aplicación, falta de recursos, la exigencia de pruebas no coherentes con este tipo de actos.

· Criminalización del hostigamiento y la intimidación

La tendencia generalizada es a la ausencia de tipificación penal.

Vacío:

Necesidad de legislar sobre  la figura del hostigamiento o la intimidación.

· Protección de víctimas y testigos

La tendencia  es que en todas las legislaciones se contemplan medidas de protección tanto para las víctimas como para los testigos.

ACCESO EFECTIVO A LA JUSTICIA PARA LAS VÍCTIMAS 

(Artículo7 inc.f)

La tendencia presente es la adopción de una serie de medidas para facilitar el acceso a la justicia.   Aún persisten serios obstáculos para el goce pleno de este derecho.

Vacío:

Incumplimiento de obligaciones legales por parte de algunos funcionarios/as públicos tales como médicos, policías, operadores de justicia, falta de servicios gratuitos especialmente para zonas rurales.

· Programas para proveer apropiadamente servicios especializados para víctimas de violencia contra la mujer (Artículo 8 inc.d)

La tendencia es a la existencia de programas para proveer servicios especializados para mujeres víctimas de violencia, a nivel principalmente de atención psicológica y legal y algunos servicios de mediación, atención  médica y policial. Pero aún persisten algunos problemas.

Vacíos:

Los servicios de rehabilitación para mujeres víctimas de violencia en la región aún son muy escasos.

En ninguno de los países existen establecimientos de cuidado y custodia infantil especializados en personas menores de edad afectadas directa o indirectamente por la violencia contra las mujeres.

ACCESO EFECTIVO DE LAS VÍCTIMAS PARA LA RESTITUCIÓN Y LA PRONTA Y JUSTA REPARACIÓN DEL DAÑO SUFRIDO (Artículo 7 inc.g)

La tendencia es que a nivel formal este derecho de pronta reparación al daño se encuentra contemplada en la mayoría de los países estudiados.

Vacíos:

Se dan en relación con la falta de acatamiento de las disposiciones; requieren de otro proceso judicial;  la inexistencia de procedimientos administrativos adecuados que garanticen el resarcimiento; falta de reglamentación.

COMBATIENDO EL TRÁFICO Y OTRAS FORMAS TRANSNACIONALES DE VIOLENCIA CONTRA LA MUJER

L a tendencia es a la falta de una política integral que permita la erradicación de estas formas  transnacionales de violencia en contra de la mujer.

Vacíos:

Ausencia de datos sistematizados y la inexistencia de diagnósticos y estudios sobre este fenómeno, especialmente lo que se refiere al tráfico y la prostitución.

INVESTIGACIÓN Y EVALUACIÓN (Artículo 8 inc.h)

La tendencia casi generalizada es a la ausencia  de datos desagregados por sexo, estadísticas periódicas o programas para la recolección de datos sobre violencia contra las mujeres.

Vacíos:

Necesidad de una política  integral que  permita obtener en las diferentes instancias, instituciones, organismos que se relacionen con el tema de la violencia en contra de las mujeres por su condición de género, datos desagregados por sexo.

Necesidad de sostenibilidad en las encuestas criminales sobre la naturaleza y extensión de la violencia contra la mujer.

Necesidad de mejorar la información estadística ya existente, en cuanto la forma y el tipo de datos que se recolectan.

Ausencia en los Poderes Judiciales sobre procesos por violencia  contra la mujer.

Ausencia en las instancias policiales de información estadística sobre violencia contra la mujer y violencia familiar.

Falta monitoreo de las estadísticas oficiales realizadas desde el mecanismo nacional de la mujer

ANEXO III

LEGISLACIÓN Y PROGRAMAS NACIONALES SOBRE VIOLENCIA

	PAÍS
	FECHA DE RATIFICACIÓN DE LA CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ
	MINISTERIOS Y OTROS ORGANISMOS GUBERNAMENTALES 

(responsable de las políticas públicas de mujer y/o de género)
	legislación nacional

sobre violencia contra la mujer

	ACCIONES EMPRENDIDAS POR LOS ESTADOS PARA ELIMINAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER *

	Antigua y Barbuda
	08/12/98
	· Gender Affairs Division.

· Division of Gender and Women's Affairs.


	· Legislación sobre violencia doméstica (1999).
	· Revisión de leyes,  apoyo y mejoramiento a los servicios que aseguren la educación de las jóvenes embarzadas.

· Creación de hogares que brinden apoyo a las víctimas de violencia familiar.

	Argentina 
	04/09/96
	· Consejo Nacional de la Mujer se encarga del impulso y monitoreo de la "Convención de Belém do Pará" sancionada por ley del Congreso de la Nación Nº 24632/96. 

· Subsecretaría de la Mujer.

· Comisión Ad-Hoc para el seguimiento del Plan de Acción surgido de la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer
	· Ley 24.417 de Protección contra la Violencia Familiar (1994).

· Ley 25.087 de modificación del código penal (1999).
	· Se han distibuído en la Capital Federal 20.000 folletos sobre el acceso de las mujeres a la Ley 24.417

· Distribución de más de 40.000 ejemplares de la Convención de Belém do Pará.

· Establecimiento del Sistema de Información y Monitoreo de la Violencia Familiar contra la Mujer, por parte del Consejo Nacional de la Mujer.

· Coordinación y diseño del Sistema Nacional de Información Mujer (SNIM).

	Bahamas
	05/03/95
	· Bureau of Women's Affairs.

· National Women's Advisory Council (NWAC) 


	· Ley sobre Ofensas Sexuales y Violencia Doméstica (1991).
	· Creación de programas de promoción de la no violencia a través de la División de Educación y Salud. 

	Barbados
	02/08/95
	· Bureau of Women's Affairs.

· National Advisory Council on Women (NACW)


	· Ley de Violencia Doméstica (1992).

· Ley de Órdenes de Protección sobre Violencia Doméstica (1999).
	N/D

	Belice
	11/25/96
	· Department of Women's Affairs.

· National Women's Comisión


	· Ley sobre Violencia Doméstica (1992).
	N/D

	Bolivia
	10/26/94
	· Dirección  General de Asuntos de Género (DGAG).

· Comisión de la Mujer.

· Unidades Departamentales de Asuntos de Género
	· Ley 1601 por medio de la cual el Congreso sanciona la Convención 

          de Belém do Pará

· Ley 1674 contra la Violencia en la Familia o Doméstica (1995).

· Ley 1678 modifica el Código Penal sobre delitos de violencia sexual (1997)

· Ley 1818, Ley del Defensor del Pueblo (1997)


	· Numeral 10 del Artículo 11 de la Ley 1818,   pide al Defensor del Pueblo Promover y recomendar en sus actuaciones la observancia a las Convenciones y Tratados Internacionales relativos a los Derechos Humanos de la Mujer.



	Brasil
	11/16/95
	· Secretaría Especial de Políticas para las Mujeres de la Presidencia de la República


	· Decreto legislativo 107 que da carácter de ley a la Conveción 

          de Belém do Pará (1995).

· Enmienda de la Ley 9099 , para alejar al agresor de la víctima.


	· Implementación de la Estrategia de Igualdad - Prevención de la Violencia.

· Creación de casas de abrigo.

	Canadá
	NR
	· Status of Women Canada (los gobiernos provinciales y territoriales tienen mecanismos de la mujer propios)


	· Carta Canadiense de Derechos y Libertades; Ley Canadiense sobre Derechos Humanos y legislaciones provinciales y territoriales sobre Derechos Humanos 

· El Código Criminal tiene muchas disposiciones que se refieren a la violencia

· Varias provincias y territorios han aprobado legislación específica  para suplementar el Código Criminal

· Ley de Protección a los Inmigrantes y Refugiados incluye un nuevo delito sobre tráfico de personas.

·  Ley sobre Armas de Fuego


	· Iniciativa sobre violencia familiar 

· Estrategia Nacional para Prevención del Crimen

· Programa para mejoramiento de Albergues
· Mejoras en la recolección de información/investigación estadística y la difusión  de Assessing Violence Against Women: A Statistical Profile
· Programa de prevención de la violencia familiar Indian and Northern Affairs Canada's Family Violence Prevention Program

· Canadá ratificó la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer 10 Diciembre de 1981, y su Protocolo Optativo el  18 de Octubre de  2002 

· Canadá está también comprometida a la implementación de la Declaración y Plataforma de Acción de Beijng.

	Chile 
	10/24/96
	· Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM).

· Comisión Interministerial de Seguimiento del Plan de Igualdad de Oportunidades para las Mujeres, 1994-1999.


	· Ley 19.325 sobre Violencia Intrafamiliar (1995).

· Ley 19.617 modifica el Código Penal en materia de delitos sexuales (1999).
	· El Servicio Nacional de la Mujer hace el seguimiento a la aplicación de la legislación existente.

	Colombia
	10/03/96
	· Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer.

· Comisión Nacional Asesora para la Equidad y la Participación de la Mujer.

· Red territorial de Instancias de la Mujer.

· Red Sectorial.


	· Ley  248 de 1995.

· Ley 294 para Prevenir, Remediar 

y Sancionar la Violencia Intrafamiliar (1996).

· Ley 360 de Delitos Contra la Libertad Sexual y la Dignidad Humana (1997).

· Ley 575, modifica parcialmente la Ley 294 (2000).
·  Ley  747 que penaliza la trata de personas (2002).

· Ley 800 aprueba la convención de Naciones Unidas contra la delincuencia organizada transnacional y el Protocolo para Prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños, adoptada por la Asamblea General de UN

	· Mujeres constructoras de paz y desarrollo, es un programa contenido en el Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006,  entre sus muchos propósitos está el de realizar campañas de difusión para fomentar el respeto a los derechos humanos de las mujeres y las niñas.
·  Programa Haz Paz que desarrolla el ICBF



	Costa Rica
	07/05/95
	· Centro Nacional para el Desarrollo de la Mujer y la Familia.

· Instituto Nacional de las Mujeres.

· Delegación de la Mujer Agredida.

· Defensoría de la Mujer.


	· Ley 7142 de Promoción de la Igualdad Social de la Mujer (1990)

· Ley 7586 contra la Violencia Doméstica (1996).
	· Plan nacional para la atencion y prevencion de la violencia intrafamiliar (PLANOVI).


	Dominica
	06/30/95
	· Minister for Community Development and Gender Affairs.

· Women's Bureau.


	· Registation Act, enero de 1999

· Ley 7586 contra la violencia doméstica. (1996)


	· N/D

	Ecuador
	06/30/95
	· Consejo Nacional de las Mujeres (CONAMU).

· Comisión Permanente de la Mujer, el Niño, la Juventud y la Familia.

· Comisarías de la Mujer y la Familia.


	· Ley 103 contra la Violencia a la Mujer y la Familia (1995).

· Ley que reforma la Ley Orgánica de la Función Judicial. (1997)

· Ley 106 que reforma el Código Penal en materia

de delitos sexuales (1998).
	· CONAMU desarrolla actividades que crean una conciencia de equidad de género.

	Estados Unidos
	NR
	· Department of Justice, Office on Women's Health (USDHHS).

· Women's Bureau (USDL)


	· Ley de Violencia  contra la Mujer  (1994).

· Ley de  Protección a Víctimas de Violencia y Tráfico  (2000)
	El gobierno Federal de los Estados Unidos ha desarrollado los siguientes programas para tratar el problema de violencia que afecta a la mujer:

· Domestic Violence in the Workplace:  The Action Guide.

· National Advisory Council on Violence Against Women.

· OWH Nursing Task Force on Violence Against Women.

· Violence Against Women Act (VAWA) Steering Committee.

· National Social Work Task Force on Violence Against Women.

· NWHIC’s Violence Against Women Website.



	El Salvador
	11/13/95
	· Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer.

· Comisión de la Mujer y la Familia.


	· Decreto Ley 902 contra la Violencia Intrafamiliar (1996).

· Creación de un nuevo código penal (1998)
	· Formulación y puesta en marcha del Programa de Saneamiento de la Relación Familiar (1995).



	Grenada
	11/29/00
	· Division of Women's Affairs.

· Interministerial Commission.


	· N/D
	· N/D

	Guatemala
	01/04/95
	· Oficina Nacional de la Mujer (ONAM).

· Comisión de la Mujer.

· Política Nacional para el Desarrollo y Promoción de la Mujer en Guatemala.

· Programa Mujer, Salud y Desarrollo.


	· Decreto Ley 97-96 para Prevenir, Sancionar 

y Erradicación de la Violencia contra la Mujer.
	· N/D

	Guyana
	01/08/96
	· Women's Affairs Bureau.

· National Commission on Women. 

· Women's Affairs Regional Committees


	· Ley de Violencia Doméstica (1996).

· Ley para Prevenir la Discriminación (1997).

· Ley para la Terminación Médica del Embarazo (1999)
	· Implementación del Plan Nacional de Acción  para el año 2003.

	Haití
	04/07/97
	· Minister of Women's Affairs.


	· N/D
	· N/D

	Honduras
	07/04/95
	· Instituto Nacional de la Mujer.
	· Ley para la Prevenir, Sancionar y Erradicar  la Violencia contra la Mujer (1997).
· Decreto  013-2002


	· Por medio de Decreto 013-2002 se eleva la Politica Nacional de la Mujer a Política de Estado.


	Jamaica
	NR
	· Bureau of Women's Affairs.

· Inter-Ministerial Committee.
	· Ley sobre Violencia Doméstica (1996).
	· Creación de programas para la erradicación de violencia contra la mujer en diversas oficinas del sistema judicial y policial, además de campañas de sensibilización frente al problema de violencia en los medios de comunicación.



	México
	06/19/98
	· Instituto Nacional de Mujeres (INMUJERES).

· Coordinación General del Programa Nacional de la Mujer (CONAM).

· Unidad de Asuntos Internacionales de la Mujer.
	· Ley de Asistencia y Prevención de la Violencia Intrafamiliar (1997).

· Decreto que reforma el Código Civil y el Código Penal (1997.)
	· La Procuraduría General de la República en el año 2002, instaló una mesa de trabajo para coordinar el seguimiento de las convenciones  y tratados internacionales ratificados por México en la legislación nacional y analiza, entre otros, los acuerdos internacionales en materia de derechos humanos para las mujeres. Se diseñó un marco conceptual para la Encuesta Nacional de Relaciones Familiares, como fuente de información estadística y socio-demográfica sobre hogares y personas en situaciones de violencia.

· Creación de un Sistema de Indicadores para el Seguimiento de la Situación de la Mujer - SISESIM.



	Nicaragua
	10/06/95
	· Instituto Nicaraguense de la Mujer (INIM). 

· Comisión Permanente de la Mujer, Niñez, Juventud y Familia (CMNJF)

· Programa de Capacitación en igualdad de oportunidades, en empleos no tradicionales e identidad de género.


	· Ley de Creación de la Comisaría de la Mujer y la Niñez, expresada en la Ley Orgánica de la Policía Nacional (1996).

· Ley 230, que reconoce el maltrato psicológico como 

        un delito (1996).
	· Implementación del Plan Nacional para la  Prevención de la Violencia Intrafamiliar y Sexual 2001-2006.

· Programa Mujer, Salud y Desarrollo: Programa de Cooperación en Género y Salud 2003-2005: Reduciendo inequidades de género en salud. 



	Panamá
	04/26/95
	· Ministerio de la Juventud, la Mujer y la Familia

· Consejo Nacional de la Mujer

· Consejo Nacional de la Familia y el Menor

· Dirección Nacional de la Mujer.


	· Ley 27 sobre delitos de Violencia Intrafamiliar y Maltrato de Menores (1995).
	· Todos los centros de salud, cuartos de urgencias, centros médicos u hospitales, clínicas y consultorios, ya sean público o privados, dentro de sus horarios regulares de labores, atienden todos los casos de violencia intrafamiliar y maltrato de menores.

· Programa Mujer, Salud y Desarrollo.

· Programa de la Mujer Rural.

· Programa Mujer y Género.



	Paraguay
	09/29/95
	· Secretaría de la Mujer.

· Consejo Nacional de Salud Reproductiva y Planificación Familiar.

· Departamento Salud de la Mujer.

· Oficina de Relaciones Intersectoriales de Género.

· Departamento para la promoción para la  mujer rural y familia.

· Departamento de la Mujer y Departamento de Asistencia a Víctimas del Delito.

· Comisaría de la Mujer.

· Departamento de asuntos familiares.

· Dirección de Políticas Económicas y Sociales, Departamento Social, Área Mujer.
	· Ley 1600 contra la Violencia Doméstica hacia la Mujer (2000)
	· Creación del Plan Nacional para la Prevención y la Sanción de la Violencia Contra la Mujer.

· Proyecto de Formación y Capacitación para la Prevención y el Tratamiento de Violencia contra la Mujer.

· Programa de prestación de servicios y asistencia a las víctimas de violencia intrafamiliar.

	Perú
	04/02/96
	· Ministerio de Promoción de la Mujer y del Desarrollo Humano (PROMUDEH).

· Oficina de Asuntos de la Mujer y del Niño.

· Comisión de la Mujer, del Desarrollo Humano y del Deporte.

· Defensoría Especializada en Derechos de la Mujer.


	· Ley 26260, que establece la política del Estado y la Sociedad           frente a la Violencia Familiar (1993).

· Ley 26763, que establece mecanismos que garanticen una mayor protección de la víctima (1997).

· Ley 26788, que reforma el Código Penal al incorporar como circunstancia agravante el hecho de tener relación familiar entre agresor y víctima ( 1997).

· Ley 26770, que reforma el Código Penal para considerar que la acción penal en los delitos contra la libertad sexual,  no se extingue  por matrimonio (1997).

· Aprobación del  Reglamento del Texto Único Ordenado de la Ley 26260.

· Ley 27115 que establece la Acción Penal Pública en los Delitos contra la Libertad Sexual (1999).

· Resolución ministerial 216-99-PROMUDEH crea los centros de "emergencia mujer".

· Ley 27306 que modifica el Texto Único Ordenado de la Ley 26260 (2000).

· Decreto Supremo N° 044-99-PCM dispone que el Ministerio de          promoción de la mujer y del desarrollo humano debe coordinar,  con los Ministerios del Interior, de Educación, de Justicia  y de Salud, acciones destinadas a prevenir y sancionar la violencia familiar.
	· Comisión de Alto Nivel del Plan Nacional Contra la Violencia hacia la Mujer. Se realizó de acuerdo a lo establecido  en el Artículo 2 de la Resolución 017-2001-PROMUDEH con el fin de dar cumplimiento a lo establecido en el Plan nacional contra la violencia hacia la mujer 2002-2007.

	República Dominicana
	01/10/96
	· Secretaría de Estado de la Mujer.

· Dirección General de Promoción de la Mujer (DGPM).

· Consejo Consultivo de la Dirección General de Promoción de la Mujer (DGPM).

· Comisión Nacional de Coordinación para promover, apoyar y dar seguimiento a los Acuerdos de la IV Conferencia Mundial sobre la Mujer.

· Comisión de Mujeres Asesoras Honoríficas del Senado de la República.

· Unidad de la Mujer.

· División de Mujeres Campesinas y Organización Rural.

· Oficina Provincial de la Mujer.
	· Ley 24-97 sobre Volencia intrafamiliar que tipifica  los delitos de violencia doméstica, acoso sexual e incesto.   

· Ley 86-99 crea la Secretaría de Estado de la Mujer.       
	· N/D

	Saint Kitts y Nevis
	03/17/95
	· Director of Women's Affairs

· Nacional Council on Women

· Women's Desk.

· Inter-Ministerial Committee on Gender and Development.


	· N/D
	· N/D

	Santa Lucía
	03/08/95
	· Department of Gender Relations.

· Division of Women's Affairs: Advisory Committee on Gender and Development.

· Inter-Ministerial Committee on Women (IMC).
	· Domestic Violence Act (1994)
	· Entrenamiento a oficiales de policía encargados de investigar violaciones y otros crímenes en contra de la integridad de las mujeres.

· En enero de 1999 fue creado un segundo Centro de Atención para la Mujer en Crisis.

	San Vicente y las Granadinas


	05/23/96
	· Women's Affairs Department.

· National Commission on the Status of Women.
	· Ley sobre procedimiento sumario en casos de violencia doméstica.
	· Creación de un programa educacional que incorpora a varios sectores con el fin de castigar y errradicar la violencia contra la mujer.

	Suriname
	02/19/02
	· National Gender Bureau.
	· Ley sobre Violencia Doméstica (1999).
	· Gender Mainstreaming Action Plan.

	Trinidad y Tobago
	01/04/96
	· Minister Community Development and Gender Affairs.

· Inter-Ministerial Committee for the Advancement of Women

· Ministry of Social and Community Development


	· N/D
	· N/D

	Uruguay
	01/04/96
	· Instituto Nacional de la Familia y de la Mujer.

· Comisaría de Defensa de la Mujer.

· Comisión Honoraria de la Mujer Rural.
	· Ley 16707 de Seguridad Ciudadana, que incorpora al Código Penal el Art. 321 bis tipificando a la violencia  doméstica e imponiéndole sanciones (1995).
	· N/D

	Venezuela
	01/16/95
	· Instituto Nacional de la Mujer.

· Comisión Bicameral para los Derechos de la Mujer.

· Consejos Estatales de la Mujer/Casas de la Mujer/Centros de atención integral de la Mujer.

· Dirección General Sectorial de Promoción de la Mujer.


	· Ley sobre violencia contra la mujer y la familia (1998).

·  Ley 4635 sobre la igualdad de oportunidades para la mujer, Capítulo 5 referido a los derechos con respecto a la violencia
	· Ejecución del Plan de Prevención, Atención, Sanción e Investigación de la Violencia contra la Mujer.

· La Defensoría Nacional de los Derechos de la Mujer ejecuta el programa de Derechos de la Mujer y Acceso a la Justicia con el fin de velar por el cumplimiento de las leyes, convenciones y acuerdos que guarden relación con este tema.


NR: No ratificaron la Convención 

N/D: No se dispone de información

ANEXO IV (a)

CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUPCIÓN

Introducción

Lugar de aprobación: Caracas, Venezuela.

Fecha de aprobación: 29 de Marzo de 1996, por Conferencia Especializada sobre el  Proyecto de la Convención Interamericana contra la Corrupción.

Entrada en vigencia: 6 de Marzo de 1997.

Países ratificantes: 29 Estados Miembros
.

Países firmantes: 31 Estados Miembros
.

Aspectos Formales

De acuerdo con sus disposiciones, la Convención entró en vigencia el trigésimo día a partir de la fecha en que se depositó el segundo instrumento de ratificación, condición que se cumplió el 6 de marzo de 1997. Hasta la fecha ha sido firmada por 31 países y ratificada por 29.

Su vigencia es indefinida, pero es pasible de denuncia, la que surtirá efectos al año del depósito del instrumento de denuncia.

Cualquier Estado parte puede presentar a la Asamblea General protocolos adicionales orientados a los propósitos de la Convención.

Propósitos

Los propósitos de la Convención expuestos en su Artículo II son: 

1. Promover y fortalecer el desarrollo, por cada uno de los Estados Parte de los mecanismos necesarios para prevenir, detectar, sancionar y erradicar la corrupción; y 

2. Promover, facilitar y regular la cooperación entre los Estados Parte a fin de asegurar la eficacia de las medidas y acciones para prevenir, detectar, sancionar y erradicar los actos de corrupción en el ejercicio de las funciones públicas y los actos de corrupción específicamente vinculados con tal ejercicio.

Medidas Preventivas

La Convención enumera en su Artículo III las medidas que los Estados Parte convienen considerar para su aplicación dentro de sus sistemas institucionales algunas de las cuales son: 

· Sistemas para la declaración de ingresos, activos y pasivos por parte de las personas que desempeñan funciones públicas en los cargos que establezcan la ley y para publicación de tales declaraciones, cuando corresponda

· Organos de control superior, con el fin de desarrollar mecanismos modernos para prevenir, detectar, sancionar y erradicar las prácticas corruptas

· Mecanismos para estimular la participación activa de la sociedad civil y de organizaciones no gubernamentales en los esfuerzos destinados a prevenir la corrupción
Ambito

La Convención se aplica siempre que el presunto acto de corrupción sea cometido o produzca efectos en un Estado parte, aún cuando no se genere perjuicio patrimonial contra ese Estado.

Jurisdicción

Para que un Estado parte pueda ejercer su jurisdicción, el delito debe haber sido cometido en su territorio, un delito cometido por un nacional o residente habitual o cuando un delincuente se encuentre en su territorio y/o por existir imposibilidad jurídica de su extradición.
Actos de Corrupción

La Convención Interamericana contra la Corrupción tipifica los tipos de actos de corrupción, dejando abierta la posibilidad de que los Estados parte, de común acuerdo, establezcan otras tipificaciones. Actos de corrupción son: concusión, cohecho propio e impropio y abuso de funciones. También la Convención establece que los Estados Parte se comprometen a tipificar como delitos en su derecho interno los señalados actos de corrupción así como el soborno transnacional (“ofrecer u otorgar a un funcionario público de otro Estado, directa o indirectamente, cualquier objeto de valor pecuniario u otros beneficios a cambio de que dicho funcionario realice u omita cualquier acto, en el ejercicio de sus funciones públicas, relacionado con una transacción de naturaleza económica o comercial”), el enriquecimiento ilícito (“el incremento del patrimonio de un funcionario público con significativo exceso respecto de sus ingresos legítimos durante el ejercicio de sus funciones y que no pueda ser razonablemente justificado por él”), el desarrollo progresivo (“información reservada o privilegiada, peculado de uso, tráfico de influencias, etc”), la extradición, el secreto bancario (“el Estado Parte requirente se obliga a no utilizar las informaciones protegidas por el secreto bancario que reciba, para ningún fin distinto del proceso para el cual hayan sido solicitadas, salvo autorización del Estado Parte requerido”), las autoridades centrales y la asistencia y cooperación (“los Estados parte comprometen brindarse la mayor asistencia y cooperación tendiente a la investigación o juzgamiento de los Actos de Corrupción descritos en la Convención, así como respecto a medidas sobre bienes relacionados con dichos Actos”).

ANEXO IV (b)

MECANISMO DE SEGUIMIENTO DE IMPLEMENTACIÓN DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUPCIÓN

I) Antecedentes

1. AG/RES.1723 (XXX-O/00) “Fortalecimiento de la probidad en el Hemisferio y Seguimiento del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción”. 

Solicita al Consejo Permanente que “analice los mecanismos de seguimiento existentes a nivel regional e internacional con miras a formular una recomendación sobre el modelo más apropiado que podría ser utilizado por los Estados parte, si lo consideran pertinente, para el seguimiento de la implementación de la Convención.

2. CP/RES. 783 (1260/01) “Recomendación del Consejo Permanente a los Estados Parte sobre el Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción”. Resuelve: Formular recomendaciones sobre el mecanismo de Seguimiento de Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción, transmitir dicha recomendación a los Estados Partes en la Convención, e informar a la Asamblea General.

3. Tercera Cumbre de las Américas – Quebec, Canadá – abril de 2001
En el Plan de Acción, los Presidentes y Jefes de Estado se comprometen a brindar el apoyo necesario para el establecimiento de un Mecanismo de Seguimiento para la implementación de la Convención por los Estados Parte de la misma, tomando en cuenta la recomendación de la OEA.

4. Primera Conferencia de los Estados Parte - Buenos Aires, Argentina - del 2 al 4 de mayo de 2001. Estableció un mecanismo de seguimiento de la implementación de la Convención contra la Corrupción y, durante sus sesiones, arribó al consenso que quedó registrado en el "Documento de Buenos Aires sobre el mecanismo de seguimiento de la implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción".

5. AG/RES 1784 (XXXI-O/01)  “Mecanismo de seguimiento de la implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción”, toma nota del “Documento de Buenos Aires sobre el mecanismo de seguimiento de la implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción”, que refleja el consenso al que arribaron los Estados Parte en la Convención Interamericana contra la Corrupción en relación con el Mecanismo de seguimiento de la implementación de este instrumento interamericano. Exhorta a los Estados Miembros de la Organización a que suscriban y ratifiquen la Convención y participen activamente en el mecanismo de seguimiento de su implementación. Solicita a la Secretaría General que adopte las medidas necesarias para brindar los servicios de secretaría al mecanismo de seguimiento.

6. AG /RES. 1870 (XXXII-O/02) “Seguimiento de la Convención Interamericana contra la Corrupción y de su Programa de Cooperación”. Reconoce la importancia del establecimiento y puesta en marcha del Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención y del comienzo de los trabajos del Comité de Expertos para la realización de la Primera Ronda de Análisis.  

II) Mecanismo adoptado por la Primera Conferencia de los Estados Parte 
 (Bs.As. del 2 al 4 de mayo de 2001) 
Este mecanismo debe reconocer la necesidad de avanzar progresivamente en el logro de sus objetivos, así como apoyar los programas que los Estados Parte realicen para la implementación de la Convención.
Propósitos

Los propósitos del Mecanismo son: 

· Promover la implementación de la Convención, y contribuir al logro de los propósitos establecidos en su artículo II,

· Dar seguimiento a los compromisos asumidos por los Estados Parte de la Convención y analizar la forma en que están siendo implementados, y

· Facilitar la realización de actividades de cooperación técnica; el intercambio de información, experiencia y prácticas óptimas; y la armonización de las legislaciones de los Estados Parte.
Principios Fundamentales 

El mecanismo de seguimiento de los compromisos asumidos por los Estados Parte en la Convención se desarrollará en el marco de los propósitos y principios establecidos en la Carta de la Organización de los Estados Americanos. Las atribuciones de este mecanismo y los procedimientos que empleen, deberán tener en cuenta los principios de soberanía, de no intervención y de igualdad jurídica de los Estados, y así como la necesidad de respetar la Constitución y los principios fundamentales del ordenamiento jurídico de cada Estado Parte.

Características

El mecanismo de seguimiento de la implementación es de carácter intergubernamental y tiene las siguientes características:

· Será imparcial y objetivo en su operación y en las conclusiones a las que arribe,

· Garantizará una aplicación justa y un tratamiento igualitario entre los Estados Parte,

· No implicará la adopción de sanciones,

· Establecerá un adecuado equilibrio entre la confidencialidad y la transparencia de sus actividades, 

· Será un ejercicio desarrollado sobre una base consensual y sobre la base del principio de cooperación entre los Estados Parte.

Miembros y Sede

Los Estados Parte en la Convención son miembros del mecanismo de seguimiento y dicho mecanismo tendrá su sede en la Organización de los Estados Americanos.

Estructura

El mecanismo de seguimiento constará de dos órganos: la Conferencia de los Estados Parte y el Comité de Expertos. Las funciones de secretaría serán ejercidas por la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.
La Conferencia

Se reunirá al menos una vez al año, está integrada por representantes de todos los Estados Parte. Su función es tener la autoridad y responsabilidad general de instrumentar el mecanismo. 

El Comité 

Está integrado por expertos designados por cada Estado Parte. Es responsable del análisis técnico de la implementación
 de la Convención por los Estados Parte. El Comité adoptará y difundirá su Reglamento y Normas de Procedimiento
, tendrá un presidente y un vicepresidente. Se reúnen toda vez que lo consideren apropiado. Puede solicitarle a la Conferencia asistencia y lineamientos. 

Funcionamiento

Selección de temas y cuestionario

El Comité de Expertos selecciona las disposiciones incluidas en la Convención cuya aplicación por los Estados Parte podrá ser objeto de análisis y se hace pública esta información.

En cada ronda, el comité preparará un cuestionario sobre los temas que se hayan seleccionado y lo remitirá a los Estados Parte, teniendo éstos un plazo para dar respuesta.

Selección de los países

El Comité utilizará un método imparcial para fijar las fechas para analizar la información correspondiente a cada Estado Parte tales como su presentación voluntaria, el orden cronológico de ratificación de la Convención o el sorteo. El Comité anunciará con adecuada antelación las fechas en que se realizará el análisis de cada Estado Parte en cada ronda.

Análisis de la información e informe preliminar

Con el objeto de agilizar sus trabajos, el Comité conformará en cada caso un subgrupo integrado por expertos de dos Estados Parte que, con el apoyo de la Secretaría, analizará la información referida a cada Estado Parte. Sobre la base de dicho análisis cada subgrupo, con el apoyo de la Secretaría, elaborará un informe preliminar y confidencial que será puesto en conocimiento del Estado analizado a fin de recabar sus observaciones. Cada subgrupo elaborará una versión revisada del informe preliminar teniendo en cuenta las observaciones del Estado Parte y lo presentará a consideración del pleno del Comité. El pleno del Comité formulará las conclusiones y, cuando sea el caso, las recomendaciones que considere apropiadas. 
Informe Final

Al terminar la revisión de los informes preliminares de todos los Estados Parte en cada ronda, el Comité emitirá un informe final correspondiente a cada Estado, que incluya las observaciones de cada Estado Parte que haya sido analizado, el cual será remitido a la Conferencia y posteriormente se hará público. 
Cooperación

El Comité, considerando los propósitos del mecanismo de seguimiento y en el marco del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción, procurará cooperar con todos los Estados Miembros de la OEA, teniendo en cuenta las actividades en curso en la Organización e informará al respecto a la Conferencia.

El Comité iniciará la consideración sistemática de los asuntos involucrados en la cooperación y asistencia entre Estados Parte a fin de identificar tanto las áreas en las cuales se necesita desarrollar la cooperación técnica como los métodos más adecuados para recolectar información útil para el análisis de la cooperación y asistencia. Esta labor incluirá la referencia a las disposiciones de los artículos XIII a XVI y XVIII de la Convención.
Los Estados que no son parte en la Convención Interamericana contra la corrupción podrán ser invitados a observar las sesiones plenarias del Comité de Expertos a fin de beneficiarse con las experiencias de los Estados Parte en la implementación de ese instrumento internacional.

Participación de la sociedad civil

El Comité, a fin de obtener mayores elementos de análisis, incluirá en sus normas de procedimiento un papel adecuado para las organizaciones de la sociedad civil, teniendo en cuenta las Directrices para la Participación de las Organizaciones de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA (CP/RES. 759 (1217/99)) y la definición de sociedad civil contenida en la resolución AG/RES 1661 (XXIX-O/99), en concordancia con la legislación interna del Estado Parte que es objeto de análisis. El Comité podrá solicitar información a las organizaciones de la sociedad civil para lo cual elaborará la metodología que considere más apropiada.
Recursos

Las actividades del mecanismo de seguimiento serán financiadas por las contribuciones que realicen los Estados Parte en la Convención, por los Estados que no son Parte en la Convención, los organismos financieros internacionales y toda otra contribución que pueda recibirse de acuerdo con las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, incluyendo la posibilidad del establecimiento de un fondo específico. Dichas contribuciones podrán incluir ofrecimientos de los Estados Parte para organizar y ser sede de las reuniones de los órganos del Mecanismo. La Conferencia de los Estados Parte podrá determinar criterios para determinar contribuciones regulares. 
Revisión Periódica del Mecanismo

La Conferencia examinará periódicamente el funcionamiento del mecanismo, teniendo en cuenta las observaciones del Comité de Expertos, y podrá introducir las modificaciones que estime convenientes.
ANEXO V
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COMISIÓN INTERAMERICANA PARA EL CONTROL DEL

ABUSO DE DROGAS (CICAD)

ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS

MECANISMO DE EVALUACIÓN MULTILATERAL

(MEM)

ANTECEDENTES

 

La creación de un mecanismo de evaluación multilateral que formulara recomendaciones periódicas a los Estados miembros a los efectos de mejorar su capacidad de controlar el tráfico y el abuso de drogas y reforzar la cooperación multilateral fue propuesta en la Segunda Cumbre de las Américas, en 1998.  Los Jefes de Estado y de Gobierno de las Américas convirtieron el concepto de evaluación multilateral en un mandato, declarando en su Plan de Acción que sus países llevarían a cabo las siguientes medidas específicas:

 

“Continuarán desarrollando sus esfuerzos nacionales y multilaterales para lograr la plena aplicación de la Estrategia Antidrogas del Hemisferio y fortalecerán esta alianza sobre la base de los principios de respeto a la soberanía y a la jurisdicción territorial de los Estados, reciprocidad, responsabilidad compartida, integralidad y equilibrio en el tratamiento del tema, de conformidad con sus respectivos ordenamientos jurídicos;

 

Con el propósito de fortalecer la confianza mutua, el diálogo y la cooperación hemisférica y sobre la base de los principios antes señalados, desarrollarán, dentro del marco de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD-OEA), un proceso único y objetivo de evaluación gubernamental de carácter multilateral, para dar seguimiento al progreso individual y colectivo de los esfuerzos hemisféricos y de todos los países participantes de la Cumbre en el tratamiento de las diversas manifestaciones del problema”.

 

En base a estos mandatos y con el propósito de ejecutarlos, el vigésimo tercer período ordinario de sesiones de la CICAD (mayo 1998) formó el Grupo de Trabajo Intergubernamental sobre el  Mecanismo de Evaluación Multilateral (GTI-MEM), presidido por Canadá y Chile, para diseñar el mecanismo, que debía comenzar a aplicarse en 1999.

 

OBJETIVO DEL MEM

 

El objetivo del MEM consiste en fortalecer en forma directa la confianza mutua, el diálogo y la cooperación hemisférica para hacer frente con mayor eficacia a los diversos aspectos del problema de las drogas. El MEM realizará el seguimiento del progreso de los esfuerzos individuales y colectivos de todos los países participantes en el mecanismo, indicando tanto los resultados obtenidos como los obstáculos enfrentados por los países. 

 

EL PROCESO DE EVALUACIÓN MULTILATERAL

Trabajando sobre la base de la experiencia acumulada en la primera ronda de evaluación, el vigésimo noveno período ordinario de sesiones de la CICAD dispuso, en mayo de 2001, la preparación de un informe de evaluación multilateral  preparado a lo largo de un ciclo de evaluación de dos años completos, basado en las respuestas al cuestionario de indicadores, debiendo realizarse un informe de evaluación de seguimiento sobre la aplicación de las recomendaciones, que debía aparecer entre dos evaluaciones consecutivas.   En función de ese calendario propuesto se presentará anualmente un informe del MEM, que se dará a conocer públicamente.

· EVALUACIÓN COMPLETA

 

Los países que están siendo evaluados facilitan información en respuesta a un cuestionario uniforme.  Cada país presenta también un documento elaborado por su gobierno sobre el estado del problema de las drogas en su territorio, ilustrando los logros, las dificultades y las áreas en que la cooperación deberá ser fortalecida.

 

Los indicadores diseñados para el cuestionario están divididos en cuatro categorías principales: Planes y Estrategias Nacionales; Reducción de la Producción de Drogas; Prevención y Tratamiento, y Medidas de Control. Estos indicadores sirven como instrumentos para medir esfuerzos y resultados nacionales y hemisféricos tendientes a combatir el uso, la producción y el tráfico ilícitos de drogas. Dichos indicadores proveen información de retroalimentación sobre el cumplimiento de sus metas, por parte de los países, en un amplio abanico de actividades, incluyendo el desarrollo de estrategias y planes nacionales antidrogas, operaciones de incautación de drogas, creación de programas de prevención y rehabilitación, reducción de la producción de cultivos ilícitos, desvío de precursores químicos, prevención del lavado de activos y tráfico de armas, entre otros. 

 

Un Grupo de Expertos Gubernamentales (GEG) conformado por expertos de los 34 Estados miembros, utiliza los resultados del cuestionario y el documento de resumen preparado por cada gobierno para llevar a cabo evaluaciones país por país. Los borradores finales de los informes deben ser presentados a la Comisión para su consideración y aprobación. El GEG es responsable de los 34 informes individuales de evaluación multilateral y del informe hemisférico, junto con las recomendaciones sobre la manera de fortalecer la cooperación y la capacidad de los Estados de enfrentar el problema de las drogas y, al mismo tiempo, estimular la asistencia técnica y programas de entrenamiento como parte de los esfuerzos antidrogas en general.

 

· SEGUIMIENTO DE LAS RECOMENDACIONES 

 

Los países que están siendo evaluados aplican un formato estándar para informar sobre el progreso logrado como respuesta a las recomendaciones recibidas.  Además cada país presenta un documento sobre la prioridad que da a cada una de esas recomendaciones y sobre el avance en la aplicación.  Las respuestas incluyen una descripción de los métodos y medidas específicas utilizados para avanzar en la aplicación de cada recomendación, así como los obstáculos superados o que estén por superarse.  Los países pueden incluir solicitudes de asistencia técnica o de otro género vinculada con la implementación de las recomendaciones.

 

En el segundo semestre de 2001 el GEG elaboró el primer Informe sobre la Implementación de las Recomendaciones sobre la base de esas respuestas y lo presentó al Plenario de la CICAD para su consideración y aprobación.

TERCERA CUMBRE DE LAS AMÉRICAS 

 

La primera ronda de evaluación del MEM para todos los Estados miembros de la CICAD, en que se determinaron las referencias, basándose en 61 indicadores presentó sus resultados y recomendaciones a la Tercera Cumbre de las Américas, en la Ciudad de Québec, Canadá, en abril de 2001, distribuyéndose todos los informes a la prensa y al público en enero de 2001.  La Cumbre dejó constancia de su apoyo al MEM, declarando en su Plan de Acción que los gobiernos: 

 

“Toman nota, con satisfacción, de la creación e implementación del MEM, y reiteran su compromiso a hacer de este instrumento, único en el mundo, un pilar fundamental de asistencia en la búsqueda de cooperación hemisférica efectiva para la lucha contra todos los elementos que forman parte del problema global de la droga;  

Instrumentarán las propuestas y recomendaciones contenidas en los informes nacionales y en el hemisférico, aprobadas por la CICAD, conforme a la situación específica de cada país;

 

Continuarán fortaleciendo y revisando el MEM para dar seguimiento a los esfuerzos nacionales y hemisféricos contra las drogas, y recomendarán acciones concretas para impulsar la cooperación interamericana y las estrategias nacionales para combatir este flagelo;”

 

 MANDATOS DE LA TERCERA CUMBRE 
 

Los Jefes de Estado y de Gobierno dispusieron lo siguiente a los efectos de combatir el problema de las drogas:

 

Intensificar el esfuerzo conjunto realizado por el BID y la CICAD para obtener de la comunidad donante internacional, a través de grupos consultivos de apoyo a los esfuerzos antidrogas, recursos financieros para los programas de desarrollo alternativo y reducción de la demanda;

Establecer, en los países que aún no lo han hecho, unidades con funciones de inteligencia financiera con el apoyo de la CICAD y de las agencias internacionales especializadas en la materia, para lo cual se recomienda la ampliación de los esfuerzos de capacitación que vienen realizando la CICAD y el BID;

Desarrollar, en el marco de la CICAD, una estrategia de largo plazo que incluya un programa de tres años, con el propósito de establecer un mecanismo básico y homogéneo para estimar los costos sociales, humanos y económicos del problema de las drogas en las Américas y prestar asistencia técnica a los estados en la materia.  

SITUACIÓN ACTUAL

 

Inmediatamente después de la Cumbre de las Américas de la Ciudad de Québec, el Grupo de Trabajo Intergubernamental que diseñó originalmente el MEM se reunió en Washington en abril de 2001 para revisar los indicadores y el proceso en general.  El grupo negoció nuevos indicadores que reflejaran las nuevas realidades en el problema de las drogas y a fin de mejorar el proceso de evaluación.  En su vigésimo noveno período ordinario de sesiones la CICAD aprobó esos indicadores y estudió un calendario de actividades para 2001 a los efectos del seguimiento de la aplicación de las recomendaciones por parte de los países y para la realización de una ronda de evaluación completa en 2002.

 

La Secretaría Ejecutiva remitió a los países formularios de seguimiento de las recomendaciones al final de junio de 2001; seguidamente los países tuvieron nueve semanas para llenar los formularios y devolverlos junto con información adicional que hayan preparado.  Una vez compilada la información en un documento preparatorio, el GEG se reunió en Washington en octubre, y de nuevo en Venezuela en noviembre, para elaborar el Informe de Implementación de Recomendaciones de la Primera Ronda de Evaluación  - 2001 Evaluación del Progreso de Control de Drogas    y lo presentó al Plenario de la CICAD, en su Segunda Sesión Extraordinaria en enero 2002, y a final de dicho mes fue publicado y distribuido.

 

La segunda ronda de evaluación del MEM comenzó en octubre de 2001 cuando se remitió a los países el cuestionario electrónico revisado y actualizado de los 83 indicadores.   Desde esa fecha, los países han estado recopilando información para enviar el cuestionario a la CICAD la segunda semana de marzo 2002. Los borradores de los 34 informes nacionales y del informe hemisférico serán elaborados en tres sesiones del GEG en 2002, de modo que sean revisados y aprobados por la CICAD en octubre de 2002, tras lo cual serán publicados y distribuidos.

 PRINCIPIOS DEL PROCESO DEL MEM:

 

· El respeto a la soberanía, la jurisdicción territorial y el orden jurídico interno de los Estados.

· La reciprocidad, responsabilidad compartida, integridad y equilibrio en el tratamiento del tema.

· Observancia de la Estrategia Antidrogas en el Hemisferio y los acuerdos e instrumentos internacionales vigentes.
 
ANEXO VI (a)

CONVENCIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN

CONTRA LA MUJER. (CEDAW) 

Introducción

Lugar de aprobación: Nueva York, EE.UU.

Fecha de aprobación: 18 de Diciembre de 1979, por Resolución 34/180 de la Asamblea General de las Naciones Unidas
Entrada en vigencia: 3 de Septiembre de 1981.

Países ratificantes de Latinoamérica y el Caribe: 33 países
 (total países miembros de la CEDAW: 173).

El 18 de diciembre de 1979, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer. Entró en vigencia el 3 de Septiembre de 1981, luego de su ratificación por 20 países. 

El espíritu de la Convención tiene su origen en los objetivos de las Naciones Unidas: reafirmar la fe en los derechos humanos fundamentales, en la dignidad y el valor de la persona humana y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres.

La Convención fue la culminación de más de 30 años de trabajo de la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer, órgano creado en 1946 para dar seguimiento de la situación de la mujer y promover sus derechos. La labor de la Comisión ha coadyuvado a poner de manifiesto todas las esferas en que a la mujer se le niega la igualdad con el hombre. Estos esfuerzos para el adelanto de la mujer han culminado en varias declaraciones y convenciones, de las cuales la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer es el documento fundamental y más amplio. La Convención consta de 30 artículos y se dividen en 6 partes. La parte 1 a la 4 consagra las medidas que deben adoptar los Estados. La Parte 5 hace referencia a la creación de un Comité y de sus funciones y en la última parte, la sexta, se refiere a los aspectos formales.

La Convención expresa el concepto de la igualdad e indica los medios a seguir. Define también en su Art. 1 qué se entiende por discriminación contra la mujer: 

“A los efectos de la presente Convención, la expresión "discriminación contra la mujer" denotará toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.”

En este sentido, la Convención crea no sólo una declaración internacional de derechos de la mujer, sino también un programa de acción para que los Estados Partes garanticen el ejercicio y goce de esos derechos. 

Objetivo de la Convención 

La Convención proporciona un marco global para eliminar la discriminación basada en el sexo, y tiene por finalidad conseguir que todos los Estados Partes puedan garantizar en sus países el derecho de la mujer, a la:

· Igualdad de la vida política y pública a nivel nacional e internacional 

· Igualdad de leyes de nacionalidad 

· Igualdad de Educación 

· Igualdad de empleo y derechos laborales 

· Igualdad en el acceso a los servicios de salud 

· Finanzas y seguridad social 

· Mujeres Rurales 

· Igualdad en materias legales y civiles 

· Igualdad en los derechos de familia 

Cuando un gobierno se convierte en Estado Parte en la Convención sobre la Mujer está obligado a adaptar sus normas y prácticas a las disposiciones de la Convención, incluyendo toda la lista de derechos civiles, culturales, económicos, políticos y sociales de las mujeres garantizados en la Convención. 

El Comité
Generalidades.

La Convención establece, en su artículo 17, un Comité conformado por 23 expertos que desempeñan el cargo a título personal y no como delegados o representantes de los países de origen. Sus mandatos duran cuatro años. Estos expertos son elegidos por sufragio secreto de una lista de personas propuestas por los Estados Partes. 

Los miembros del Comité 
 no podrán ser representados por suplentes.

Este Comité tiene un reglamento y una de sus obligaciones es la de elegir entre sus miembros a un Presidente, tres Vicepresidentes y un Relator, teniendo debidamente en cuenta el principio de la representación geográfica equitativa, los que integrarán la Mesa del Comité.

El Comité, es el órgano ejecutivo de la Convención, está creado para examinar los progresos realizados en la aplicación de la Convención.

El Comité es el órgano de vigilancia de la aplicación de la Convención por los Estados que hubieren ratificado o se hubieren adherido a ella, a través del examen de los informes presentados por los Estados Partes. También pueden invitar a organismos especializados de las Naciones Unidas a que envíen informes para su estudio y puedan recibir información de organizaciones no gubernamentales.

Por lo general, los tratados prevén dos mecanismos para hacer cumplir sus disposiciones: un sistema de presentación de informes periódicos por los Estados Partes y un sistema de presentación de comunicaciones o denuncias por los particulares, este último mecanismo no aparecía en la Convención (en la segunda parte de este anexo trataremos este mecanismo que, posteriormente fue adoptado y que es el Protocolo Facultativo de la Convención). 

La aplicación de los tratados de derechos humanos es supervisada por sus correspondientes comités de expertos, órganos de vigilancia de los tratados. Estos órganos están integrados por miembros independientes e imparciales elegidos por los gobiernos de los Estados Partes en el tratado en cuestión.

Los países ratificantes de la Convención están legalmente obligados a tomar las provisiones necesarias para ponerla en práctica. Están, así mismo, obligados a presentar informes nacionales, al menos cada cuatro años, acerca de las medidas tomadas para cumplir con sus obligaciones.

Función

El Comité actúa como sistema de monitoreo para supervisar la implementación de la Convención por los Estados que la ratificaron o los que se adhirieron a ella. A través de un examen de los informes presentados por ellos, el Comité los considera y efectúa sugerencias y recomendaciones basadas en sus análisis. También pueden invitar a organismos especializados de las Naciones Unidas a que envíen informes para su estudio y puedan recibir información de organizaciones no gubernamentales.

El Comité, a través del Consejo Económico y Social, informa anualmente sus actividades a la Asamblea General. El Secretario dará traslado de estos informes a la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer para su información. El Comité se reúne por dos semanas cada año.

Informe de los Estado Parte al Comité

El Artículo 18 de la Convención, establece que los Estados Partes se comprometen a presentar un informe sobre las medidas legislativas, judiciales, administrativas o de otra índole que hayan adoptado para hacer efectivas las disposiciones de la Convención y sobre los progresos realizados, al Secretario General de las Naciones Unidas, para que lo examine el Comité.

Los Estados Partes al ratificar la Convención se obligan legalmente a presentar informes en tiempo y forma. Un Estado Parte debe presentar su primer informe (informe inicial) dentro del año a partir de la entrada en vigor de la Convención para el Estado y en lo sucesivo los informes periódicos deben ser presentados cada cuatro años o cuando el Comité lo solicite (informe de carácter excepcional). 

El Reglamento del Comité para la eliminación de todas las formas de discriminación de la mujer, en su artículo 48, ha publicado directrices para facilitar a los Estados Parte a preparar los informes iniciales y periódicos, teniendo presentes las directrices consolidadas comunes a todos los órganos creados en virtud de tratados de derechos humanos.

Teniendo en cuenta las directrices consolidadas relativas a los informes, el Comité podrá formular directrices de carácter general en cuanto a la forma y al contenido del informe inicial y de los informes periódicos de los Estados partes. Esta directriz sugiere que el informe inicial sea dividido en dos partes. La primer parte consta del marco político, legal y social del Estado y de las medidas generales usadas para implementar la Convención al Estado. La segunda parte del informe consta de un detalle descriptivo de los pasos para cumplir con artículos individuales. Lamentablemente, muchos Estados Partes, no han usado estas directrices ya que son demasiado generales y lo que se necesitaría para que sea efectivo este proceso es que el Comité desarrolle otras directrices más específicas para los Estados Partes.

Si no se presentan dichos informes o la información adicional requerida, el Secretario General notificará al Comité. El Comité podrá transmitir al Estado Parte en cuestión, por intermedio del Secretario General un recordatorio relativo a la presentación del informe o de la información adicional. Si aún así, el Estado Parte no presenta dicho informe o la información adicional, el Comité podrá incluir una referencia a este respecto en su informe anual a la Asamblea General. 

Funcionamiento

Aspectos Procedimentales:

Conforme a lo dispuesto en el Artículo 20 de la Convención, el Comité se reúne anualmente por un período no mayor a dos semanas. Las reuniones se celebran normalmente en la Sede de las Naciones Unidas o en cualquier otro sitio conveniente que determine el Comité.

Según lo dispuesto en el Artículo 18 de la Convención y en relación con el Artículo 50 del Reglamento, el Comité y en particular el grupo de trabajo anterior al período de sesiones, determinará en primer lugar sí en el informe es proporcional suficiente información. Si el Comité o el grupo de trabajo considera que no contiene suficiente información, podrá pedir al Estado que presente, indicando fecha, la información adicional que sea necesaria.

Las comentarios que envíe el grupo de trabajo anterior al período de sesiones al Estado Parte cuyo informe se examina y la respuesta que proporcione el Estado Parte, se enviarán al Comité. 

De acuerdo al Artículo 19 de la Convención, el comité adopta sus propias medidas de procedimiento, un reglamento propio. Estas medidas han establecido que las reuniones del Comité son generalmente públicas; que 12 miembros constituyen quórum; y que se requiere para una toma de decisiones las 2/3 partes de los miembros presentes. Las medidas de procedimiento promueven que el Comité deba intentar llegar a decisiones por consenso. 

Como expresamos anteriormente, el Comité, elige de sus miembros a un presidente, a tres vicepresidentes y a un relator. Estas personas desempeñan su cargo por un período de dos años y pueden ser reelegidos siempre que se mantenga el principio de rotación. Para facilitarles el trabajo, el Comité estableció grupos de trabajo encargados de examinar y sugerir la manera de agilizar su labor y de cumplir las obligaciones que incumben según lo establece el artículo 21 de la Convención.

Análisis de informes por el Comité

1) Presentación de informes 

Cada Estado Parte debe presentar por escrito un informe al Secretario General para que lo evalúe el Comité. Luego, a los representantes de los Estados se les da la oportunidad verbalmente de hacer una presentación del informe ante el Comité. Estas presentaciones tienden a dar una idea general del contenido del informe.

2) Observaciones Generales

Una vez hecha la presentación, el Comité hace observaciones generales y comentarios referidos al contenido y las formas del informe. En algunos casos, el Comité comentará también respecto a reservas a la Convención que han sido hechas por el Estado Parte  informante y también puede preguntar si se puede reconsiderar dicha reserva. El Comité examina los informes de los Estados Partes en sesiones públicas en las que formula preguntas a los representantes gubernamentales, hace comentarios y extrae conclusiones sobre la aplicación de la Convención sobre la Mujer por el Estado en cuestión. Pueden consultar aquí información general sobre el examen de los informes iniciales y de los informes periódicos presentados por los Estados Partes.

3) Presentación de artículos individuales

Los Miembros del Comité, luego formulan preguntas a los Estados Partes relacionadas a artículos específicos de la Convención. Ellos se focalizan en la posición actual de la mujer en la sociedad para poder comprender el verdadero problema de la discriminación. El Comité, por consiguiente, requerirá información estadística y específica acerca de la posición de la mujer en la sociedad, no solamente del Gobierno sino que también por organizaciones no gubernamentales y/o por agencias independientes.

El Estado Parte presentador de su informe, puede decidir contestar algunas de las preguntas inmediatamente o proveerles las respuestas en uno o dos días más tarde.  En este punto, el Comité puede adicionar preguntas o puede solicitar que se proporcione mayor información para que sea enviado al Secretario antes del próximo informe. 

4) Observaciones Finales

El Comité preparará observaciones finales sobre los informes presentados por cada Estado Parte con el fin de que puedan ser plasmados en el informe del Comité. 

5) Motivar un diálogo constructivo entre el Comité y los Estados

El análisis de los informes de los Estados Partes por el Comité no tiene por finalidad un proceso adverso, al contrario, todos los esfuerzos están hechos para desarrollar un diálogo constructivo entre los Estados Partes y los miembros del Comité. A pesar que algunos miembros del Comité critican a un Estado en un área en particular. El resultado de las reuniones del Comité es el libre intercambio de ideas, información y sugerencias. A raíz de esta cordial atmósfera es que el Comité nunca declara formalmente a un Estado en violación con la Convención, sino que ayuda al Estado a través de una serie de preguntas y comentarios para que ellos cambien sus políticas y legislaciones.

ANEXO VI (b)

PROTOCOLO FACULTATIVO DE LA CONVENCIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER.

Introducción

Lugar de aprobación: Nueva York, EE.UU.

Fecha de aprobación: 6 de Octubre de 1999, por la Resolución A/54/4 de la Asamblea General de las Naciones Unidas.

Entrada en vigencia: 22 de Diciembre de 2000.

Países ratificantes de Latinoamérica y el Caribe: 14 países 
 (total países signatarios 75; Total países miembros 51)

El 6 de Octubre de 1999, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó el Protocolo Facultativo de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, que entró en vigencia el 22 de Diciembre de 1999 tras su ratificación por 10 Estados Partes de la Convención. Se introdujo como instrumento adicional, para hacer más eficaz la aplicación de la Convención. Es opcional y facultativo, porque los Estados no están obligados a ratificarlo, aunque hayan ratificado la Convención.

Objetivo del Protocolo Facultativo 

Los fundamentos para la creación del Protocolo Facultativo es la siguiente
:

· Los mecanismos para la implementación del CEDAW son inadecuados e insuficientes.

· El Protocolo promovería una implementación más efectiva de la CEDAW a través de la ampliación de su interpretación y de la aplicación práctica de la Convención.

· El Protocolo podrá crea una mayor conciencia pública sobre las garantías internacionales a los derechos de las mujeres. 

· Además contribuiría a la integración de los derechos humanos de las mujeres en los programas de derechos humanos de las Naciones Unidas, al crear una doctrina sobre éstos.

· Con relación al Comité de monitoreo de la CEDAW, ampliará su poder, otorgándole una nueva competencia.

Este nuevo instrumento permitirá que los organismos de derechos humanos especializados en los derechos de la mujer cuenten con una nueva vía de acción que podrá ser utilizada en forma continuada. 

Protocolo Facultativo

Continuado con lo expresado en el Anexo VI (a) las funciones principales que cumplen los órganos de vigilancia son: primero realizan un examen de los informes iniciales y de los informes periódicos presentados por los Estados Partes, relativos a la aplicación de las disposiciones del tratado y segundo, que es lo que agrega el Protocolo, es que se realiza examen de los casos concretos que les son sometidos con arreglo al procedimiento de presentación de comunicaciones o denuncias por particulares sobre el incumplimiento por el Estado Parte de las disposiciones del tratado.

El proceso mediante el cual un órgano de vigilancia de un tratado examina una comunicación o denuncia presentada por un particular es confidencial hasta el momento en que el órgano de vigilancia decide respecto al caso. Después, las decisiones se hacen públicas, y pueden solicitarse a la secretaría del órgano de vigilancia del tratado, o consultarse en el informe anual de dicho órgano.

Procedimiento del Protocolo 

La Asamblea General, por consenso adoptó el 6 de Octubre de 1991 el Protocolo Opcional de la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer de 21 artículos. También llamó a los Estados Partes a que participen de la Convención para que formen parte del nuevo instrumento lo antes posible. 

Ratificando el Protocolo Facultativo u Opcional, un Estado reconoce la competencia del Comité de la Eliminación de todas las Formas de Discriminación de la Mujer (el órgano que monitorea a los Estados Partes para que cumplan con la Convención) para recibir y considerar reclamos y/o quejas de personas o de grupos dentro de la jurisdicción. 

El Artículo 2 del Protocolo dice lo siguiente: “Las comunicaciones podrán ser presentadas por personas o grupos de personas que se hallen bajo la jurisdicción del Estado Parte y que aleguen ser víctimas de una violación por ese Estado Parte de cualquiera de los derechos enunciados en la Convención, o en nombre de esas personas o grupo de personas. Cuando se presente una comunicación en nombre de personas o grupos de personas, se requerirá su consentimiento, a menos que el autor pueda justificar el actuar en su nombre sin tal consentimiento.”

El Protocolo contiene dos procedimientos:

1) Una comunicación podrá ser presentada por mujeres en forma individual o por grupo de mujeres que aleguen ser víctimas de una violación a los Derechos protegidos por la Convención al Comité. El Protocolo establece que para que una comunicación individual sea considerada por el Comité, ciertos requisitos nacionales deben ser cumplidos, incluso haber agotado la vía judicial interna.

2) El Protocolo también crea un procedimiento de investigación autorizando al Comité a investigando situaciones de gravedad o sistemáticas que violen los derechos de la mujer. En cualquier caso, los Estados deben ser miembros de la Convención y el Protocolo. El Protocolo incluye una cláusula que permite que los Estados, bajo ratificación o adhesión declaren que no aceptan el procedimiento de encuesta.

En el artículo 17 del Protocolo explícitamente declara que no se permitirá reserva alguna al presente Protocolo.

Pasos para el proceso de comunicación: 

1) La comunicación puede ser presentada por el/la actora, (siempre que sea víctima – debe de haber sufrido un daño y que haya estado bajo la jurisdicción del Estado parte en el momento de la violación -, representante de la víctima o otras personas “a nombre de” la/s víctima/s si la víctima consiente o que se justifica actuar en su nombre sin su consentimiento) de una violación de un derecho consagrado en la Convención. Pueden ser por actos de omisión por parte del gobierno o por actos de organizaciones no gubernamentales, personas, o empresas privadas. 

2) Requisitos para que sea recibida la comunicación:

a) Por escrito,

b) No puede ser anónima, 

c) Debe ser referente a un Estado Parte que ha ratificado el Protocolo.

3) Puede resultar que sea admisible o que sea inadmisible.

Admisible

4) Si es admisible la comunicación, el Comité dirigirá informaciones al Estado Parte. El Estado Parte debe dentro de los 6 meses responder con la información sobre la medida adoptado, si es que hay, argumentos legales y fácticos sobre la comunicación, incluyendo información sobre la admisibilidad. 

5) Una vez enviada la información por el Estado Parte, el Comité considera la Comunicación haciendo un nuevo examen de la admisibilidad con toda la información. También se examinan por otras fuentes de información (reportes de ONGs, Reportes de la UN, etc.) en cada caso. Puede que aquí surja la inadmisibilidad de la comunicación y dicha comunicación será desechada.

6) Al ser admisible, el Comité considera la sustancia del reclamo como admisible.

7) El Comité hace recomendaciones y da opiniones con base en toda la información disponible y se la presenta a las partes interesadas. El Comité, habiendo encontrado admisible la violación a un derecho consagrado en la Convención, recomienda al Estado Parte que provea un remedio general y/o específico que incluya: 

a) Restitución, compensación, rehabilitación u otros medios para las víctimas,

b) Medidas para terminar con las violaciones que están sucediendo a las víctimas,

c) Revisión o cambio de legislación y prácticas que violen la Convención,

d) Medidas para prevenir que se repita la violación.

Inadmisible

8) Puede que la comunicación sea considerada inadmisible, por las siguientes causas: 

a) No haber agotado todos los recursos de la jurisdicción interna,

b) Que el asunto haya sido o este siendo examinado por e Comité o por otro procedimiento internacional,

c) Que sea incompatible con las disposiciones de la Convención,

d) Que sea manifiestamente infundada o que sea insuficientemente sustanciada,

e) Que constituya un abuso del derecho a presentar una comunicación,

f) Que los hechos hayan ocurrido antes de la fecha de entrada en vigencia el Protocolo para el Estado Parte. 

9) También puede ser que a raíz de la investigación surja del Comité que es inadmisible la comunicación (ver punto 6). 

Pasos para el proceso de investigación: 

Se aplica a los Estados Partes que no han hecho excepción a este procedimiento.

(El Art. 10 permite al Estado Parte exceptuarse del procedimiento de investigación cuando ratifica declarando que no reconoce la competencia del Art. 8. Esta declaración puede ser declarada en cualquier momento).

1) Etapas Confidenciales

a) El Comité recibe información fidedigna que revela violaciones graves y sistemáticas

b) El Comité invita al Estado Parte a colaborar en el examen de la información y presentar observaciones.

c) El Comité encarga a uno o más de sus miembros para realizar la investigación, en la que se considera la información y la respuesta del Estado Parte y si se justifica y con el consentimiento del Estado Parte se puede hacer una visita al territorio.

d) El Comité hace las investigaciones y recomendaciones con base en toda información disponible y se la presenta al Estado Parte

e) El Estado Parte tiene 6 meses para responder sobre lo que encontró el Comité y sobre las recomendaciones.

2) Habiendo llegado a este momento se hace pública la información.

3) Proceso de seguimiento.

Luego de otros 6 meses, el Comité puede invitar al Estado Parte para que informe sobre las medidas tomadas como resultado de la investigación. También el Comité puede invitar al Estado Parte que le informe sobre cualquier medida adoptada como resultado de la investigación en el informe periódico de la Convención cada cuatro años. 

4) Las ONGs podrán presentar información en relación con el cumplimiento de las recomendaciones por parte del Estado Parte.
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� Este documento fue preparado por la Secretaría Permanente de la CIM con la colaboración de la CIDH, la Relatora especial sobre los  Derechos Humanos de la Mujer de la CIDH, el IIDH, la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos de la OEA, UNIFEM, CLADEM, y la OPS a través del Programa Género y Salud


� Violencia contra las mujeres en América Latina y el caribe español 1990-2000: balance de una década. ISIS Internacional/UNIFEM. Santiago de Chile, abril 2002


� � HYPERLINK "http://www.whrnet.org/docs/tema-VAW.html" ��http://www.whrnet.org/docs/tema-VAW.html�’ Violencia contra las mujeres, mayo 2003


� "Cuatro Conferencia Mundiales sobre la Mujer 1975-1995". : � HYPERLINK http://www.unifem.org.mx/beijingunifem4.htm ��www.unifem.org.mx/beijingunifem4.htm�


� La CIDH apoya iniciativas dirigidas a mejorar el cumplimiento de los compromisos en el área de derechos humanos, y se ofrece a colaborar como asesoría técnica. 


� “Violencia contra la mujer en relación de pareja: América Latina y el Caribe. Una propuesta para medir su magnitud y evolución” Diane Almeras, Rosa Bravo, Vivian Milosavkjevic, Sonia Montaño y Maria Nieves Rico.  CEPAL, Serie Mujer y desarrollo,40.


� ISIS Internacional, Informe Sobre Violencia contra las Mujeres en América Latina y el Caribe 1990-2000, Balance de una década,  Fondo de Desarrollo de las Naciones Unidas para la Mujer,  Oficina Regional para México, Centroamérica, Cuba y República Dominicana, Santiago de Chile, 2002


� Comisión Interamericana de Mujeres, Resumen Ejecutivo del Estudio “Violencia en las Américas” elaborado con asistencia del International Centre for Criminal Law Reform and Criminal Justice Policy (ICCLR, en Vancouver, Canadá) y el Instituto Latinoamericano de Naciones Unidas para la Prevención del Delito y el Tratamiento del Delincuente (ILANUD), 2001, p. 9.


� “Uso de Indicadores de Género para la Formulación de Políticas Públicas”, CEPAL � HYPERLINK "http://www.eclac.cl/mujer/proyectos/indicadores/antecedentes.htm" ��http://www.eclac.cl/mujer/proyectos/indicadores/antecedentes.htm�





�El  texto completo puede consultarse en  � HYPERLINK "http://www.oas.org/defaultesp.htm" ��http://www.oas.org/defaultesp.htm�


� El texto completo puede consultarse en � HYPERLINK "http://www.cicad.oas.org/es/?cicad%20-%20novedades.htm" ��http://www.cicad.oas.org/es/?cicad%20-%20novedades.htm�


� El texto completo puede consultarse en � HYPERLINK "http://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/index.html" ��http://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/index.html�


� Puede consultarse en  � HYPERLINK "http://www.abanet.org/ceeli/publications/CEDAWtool.pdf" ��http://www.abanet.org/ceeli/publications/CEDAWtool.pdf�





� Cambio sugerido por la Secretaría Técnica de Mecanismos de Cooperación Jurídica, Subsecretaría de Asuntos Jurídicos de la OEA


�  El Instituto Interamericano de Derechos Humanos (IIDH) ha sugerido que, al momento de aprobar el mecanismo, se podría pensar en alguna iniciativa para involucrar a organizaciones de mujeres de la región en los aspectos informativos y de consulta del proceso.  El IIDH ofrece su apoyo por medio de sus contactos con contrapartes no gubernamentales especialistas en el tema. 


� Fuente: DIANA Alméras, et.alt., "Violencia contra la mujer en relación de pareja: América Latina y el Caribe", Serie Mujer y Desarrollo, Nº 40, CEPAL. Chile: Junio de 2002. P. 18


* Esta información será revisada y completada en colaboración con las Delegadas Titulares de la CIM.


� El texto completo de la Convención puede consultarse en:


� HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/b-58.html" ��http://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/b-58.html�


� Argentina, Bahamas, Belice, Bolivia, Brasil, Canadá, Chile, Colombia, Costa Rica, República Dominicana, Ecuador, El Salvador, Grenada, Guatemala, Guayana, Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Santa Lucía, San Vicente y las Grenadines, Suriname, Trinidad y Tobago, Estados Unidos, Uruguay y Venezuela.


� Argentina, Bahamas, Barbados, Belice, Bolivia, Brasil, Canadá, Chile, Colombia, Costa Rica, República Dominicana, Ecuador, El Salvador, Grenada, Guatemala, Guayana, Honduras, Haití, Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Santa Lucía, San Vicente y las Granadinas  Suriname, Trinidad y Tobago, Estados Unidos, Uruguay y Venezuela. 








�  El texto completo puede consultarse en  � HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/ag01/agres_1784.htm" ��http://www.oas.org/juridico/spanish/ag01/agres_1784.htm�





� El texto completo puede consultarse en: � HYPERLINK http://www.oas.org/juridico/spanish/segu_reglamento.htm ��http://www.oas.org/juridico/spanish/segu_corr_arg.htm�











� El texto completo de la Metodología para el Análisis de la Implementación de las disposiciones del Comité puede consultarse en: � HYPERLINK http://www.oas.org/juridico/spanish/segu_metod.htm ��http://www.oas.org/juridico/spanish/segu_metod.htm�


� El texto completo del Reglamento y las Normas de Procedimiento del Comité de Expertos puede consultarse en: � HYPERLINK http://www.oas.org/juridico/spanish/segu_reglamento.htm ��www.oas.org/juridico/spanish/segu_reglamento.htm�


� Los Indicadores utilizados en la Primera Ronda de Evaluación realizada en el año 2000 puede consultarse en � HYPERLINK "http://www.cicad.oas.org/MEM/esp/mem/10indicadoresronda1.pdf" �http://www.cicad.oas.org/MEM/esp/mem/10indicadoresronda1.pdf�


� El texto completo de la Convención puede consultarse en: � HYPERLINK http://www.unhchr.ch/spanish/html/menu3/b/e1cedaw_sp.htm ��http://www.unhchr.ch/spanish/html/menu3/b/e1cedaw_sp.htm�


� Antigua y Barbuda, Argentina, Bahamas, Barbados, Belice, Bolivia, Brasil, Canadá, Chile, Colombia, Costa Rica, Dominica, República Dominicana, Ecuador, El Salvador, Grenada, Guatemala, Guayana, Haití, Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Saint Lucia, Saint Vincent and the Grenadines, Suriname, St. Kitts and Nevis, Trinidad y Tobago, Uruguay, Venezuela


� El texto completo del Reglamento del Comité puede consultarse en: � HYPERLINK http://193.194.138.190/tbs/doc.nsf/(Symbol)/CEDAW.C.ROP.Sp?Opendocument ��http://193.194.138.190/tbs/doc.nsf/(Symbol)/CEDAW.C.ROP.Sp?Opendocument�


�  El texto complete del Protocolo Facultativo puede consultarse en:


� HYPERLINK "http://www.unhchr.ch/spanish/html/menu3/b/opt_cedaw_sp.htm" ��http://www.unhchr.ch/spanish/html/menu3/b/opt_cedaw_sp.htm�


� Belice, Bolivia, Brasil, Canadá, Costa Rica, República Dominicana, Ecuador, Guatemala, México, Panamá, Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela


� Instituto Interamericano de Derechos Humanos, Protocolo Facultativo, Costa Rica, mayo del 2000, págs. 10ss





� El texto completo del Reglamento puede consultarse en: � HYPERLINK http://193.194.138.190/tbs/doc.nsf/(Symbol)/CEDAW.C.ROP.Sp?Opendocument ��http://193.194.138.190/tbs/doc.nsf/(Symbol)/CEDAW.C.ROP.Sp?Opendocument�
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